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L
a Revista Gobierno y 
Democracia sale a la luz 
con este su número 14 

cubriendo  el primer trimestre 
del año de 2019 , un año suma-

mente complejo  que se enmarca 
en el inicio de un nuevo 

Gobierno bajo la presidencia de 
Andrés Manuel Lopez Obrador 
mismo que se ha significado 
no solo  por las modificaciones 
y los cambios  introducidos en 
las prácticas y en el modo de 
gobernar, sino por las las inicia-

tivas y desiciones políticas asumidas en nombre de la llamada 
cuarta transformación.

En este número se condensan argumentos, opiniones y pro-

puestas sobre los temas que hoy destacan en el entorno político, 
económico y social de nuestro país,  buscando con el análisis 
objetivo contribuir al debate y la reflexión dentro y fuera del 
PRD, para de este modo  trazar las rutas y estrategias que nos 
lleven a la renovación de nuestras propuestas programáticas y 
de línea política y con ello a la recuperación de nuestra ima-

gen, presencia e influencia en la vida política nacional como una 
fuerza alternativa de izquierda democrática y libertaria.

A poco más de cien días del inicio del nuevo gobierno este se 
ha caracterizado por el impulso de iniciativas y medidas en el 
terreno político y económico que buscan por un lado consoli-
dar el apoyo de los sectores que lo llevaron al poder y por otro, 
reconciliarse con los grupos de poder económico y político que 
estuvieron en contra,  impulsando medidas que buscan cumplir 
promesas de campaña como es el combate a la desigualdad y la 
pobreza con la aplicación de programas de carácter asistencia-

lista  pero sin atentar contra las bases del modelo económico; y  
el combate a la corrupción basado en el ejemplo presidencial y la 
denuncia mediática,  sin abrir hasta ahora expedientes e investi-
gaciones a los corruptos de cuello blanco

El presidente de la republica en sus discursos a decretado el fin 
del neoliberalismo señalando a los gobiernos neoliberales como 
promotores de la corrupcion y por lo tanto de la desigualdad y la 
pobreza existentes en nuestro país, por lo que la lucha empren-

dida ya contra la corrupcion según su discurso, ha terminado en 
Mexico con el neoliberalismo y sus secuelas, sin considerar que 
estas son producto del proceso histórico de expoliación y saqueó 
de materias primas, explotación del trabajo asalariado y alta 
concentración de la riqueza en una élite, como condición intrín-

seca al modelo económico neoliberal y que solo combatiendo 
estas causas podrá terminarse con este modelo depredador.

Todo esto en medio de una serie de previsiones de bajo creci-
miento económico (1.5% y 2%)

Aceptadas por el propio secretario de haciendas que mismas 
que contrastan con las promesas echas en la campaña de un cre-

cimiento de  hasta el 4% 

Uno de los temas que más han despertado el interés y la preo-

cupación de amplios sectores sociales es el de la permanencia 
y desarrollo de la Democracia en Mexico, ante la presencia de 
medidas, iniciativas y declaraciones del Ejecutivo Federal que 

impactan, ponen en riesgo o de plano anulan algunos de los avan-

ces democráticos alcanzados en nuestro país en los últimos 20 años.

El control absoluto de AMLO a través de Morena y sus aliados en 
el poder legislativo y en los congresos de la mayoría de los estados 
le ha permitido imponer sus desiciones políticas y legislativas sin 
considerar la opinión de otras fuerzas en el Congreso y sobre todo 
de la sociedad organizada y de la opinión pública. Fortaleciéndose 
así el Presidencialismo centralista y autoritario como fenómeno 
nocivo de la vida nacional convirtiéndose de este modo en un 
fuerte obstáculo para el desarrollo de una democracia avanzada 
en el sistema político mexicano.

La defensa de la democracia y su profundización es hoy una de 

las tareas estratégicas que se impone como fundamental para el 

PRD ante la permanencia de formas centralistas de gobernar de 

esta nueva administración para convertir

 esta defensa en la causa y la bandera que aglutine a amplios 

sectores de la sociedad movilizados en torno a demandas que 

busquen profundizar la transformación democrática de la vida 

política, económica y social de Mexico.

Otro de los temas que hoy están en el centro de la discusión 
política es la relación entre Centralismo y Federalismo como fun-

damento de la republica. El Centralismo Presidencialista vigente 
en nuestro país durante decenas de años trajo consigo la distor-

sión del federalismo como base histórica de las relaciones entre los 
estados de la Republica y el poder presidencial, esto se modificó 
de tal manera que la subordinación de unos con respecto del otro 
fue la regla de oro del Pacto Federal durante largos años.

Una de las grandes luchas del pueblo mexicano durante las últi-
mas décadas fue contra el régimen antidemocratico y autoritario 
representado por el exacerbado Presidencialismo que centralizó 
durante largos años las desiciones políticas y económicas en todo 
el pais e impidió que la cultura democrática arraigara en la socie-

dad mexicana.

Esta  lucha buscó establecer el respeto y la validez de las libertades 
políticas y los derechos ciudadanos como base para construir un 
régimen democrático que acotara el Presidencialismo y estable-

ciera el equilibrio de poderes e instituciones  democráticas en el 
sistema de gobierno como parte fundamental de la democracia en 
la vida política de la nación.

Hoy con el gobierno de AMLO el Federalismo está de nuevo ame-

nazado, la restauración de una Presidencia fuerte y centralista 
como una realidad presente esta ahí con todo lo que significa 
para el entorno democrático en el que deberá desenvolverse la 
relación no solo entre los poderes de la unión sino también la 
relación entre los municipios, las entidades de la republica y el 
poder ejecutivo federal.

Es por esto que el PRD en su propuesta a la nación debe encabe-

zar, frente a la restauración del centralismo autoritario, la lucha 

por un Federalismo  Democrático y por el Municipio Libre, 

como causas que pueden impulsar a grandes sectores sociales 

en la lucha por un cambio de régimen político, pasando del 

Centralismo Presidencialista al Federalismo Democrático en el 

marco de un Estado Social y de Derecho que siente las bases de 

una democracia avanzada en nuestro país.
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ANÁLISIS Y DEBATE

Por Márquez Madrid Camerino Eleazar1

I.- Antecedentes

S
teven Levitsky y Daniel Ziblatt, dos profesores que imparten clases en Harvard, abordan la problemáti-ca 
para explicar cómo mueren las democracias.  Por medio de diversos casos exponen los medios que tienen 
relación en que los sistemas democráticos mueran. Por medio de la teoría de los juegos explican cuatro posi-

bles escenarios  que contribuyen a la muerte de los sistemas democráticos:
a) Si rechaza o tiene una débil aceptación de las reglas democráticas del juego

b) Si se niega la legitimidad de sus oponentes

c) Si tolera o alienta la violencia 

d) Si se tiene una predisposición a restringir las libertades civiles de la oposición, incluidos los medios 
de comunicación

1 Representante del Partido de la Revolución Democrática ante el Consejo
General del Instituto Nacional Electoral (INE).

Garantizar la defensa, 
tarea del PRD
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ello el resultado tenga efectos vinculantes es necesario 

que esta consulta popular se realice el mismo día de 
una jornada electoral federal. 

Sin embargo, desde que el gobierno del Partido de 
Regeneración Nacional llegó al poder ha efectuado 
varias consultas “Ciudadanas”; las cuales son:

• Cancelar la construcción del Nuevo Aero-

puerto Internacional

• Construcción del Tren Maya, sin consultar a 
los pueblos originarios

• Construcción de la Refinería de Dos Bocas

• Construcción de un tren en el Istmo de Tehuan-

tepec

• Implementar Programas Sociales (plantar más 
de un millón de árboles; incremento al doble de 
una "pensión" mensual a adultos mayores, becar 
a un millón de personas con discapacidad, otor-

gar becas a 2,6 millones de jóvenes sin empleo, 
becar a todos los estudiantes de bachillera-to, la 
atención médica y medicinas para personas de 
bajos ingresos, ampliar la cobertura de in-ternet 
gratuito en espacios y edificios públicos

• Consulta exprés para contestarle al presidente 
de los Estados Unidos sobre el tema migratorio

Los autores afirman que, en caso de que cualquiera de 
dichas hipótesis se cumpliera, se deben prender las 
alarmas ya que se estaría en la posibilidad de enfren-

tarse a que se imponga un régimen autoritario. 

La existencia de partidos políticos garantiza que se 
evite el arribo del poder de líderes autoritarios. En 
México, el partido de Movimiento de Regeneración 
Nacional intenta ser un partido hegemónico a tra-vés 
del cual se simule la existencia de un régimen demo-

crático. 

Los autores afirman que “todas las democracias alber-

gan a demagogos en potencia y, de vez en cuan-do, 
alguno de ellos hace vibrar al público”, pero es labor de 
los partidos actuar como cedazos, dado que su princi-
pal labor es ser “guardianes de la democracia”. 

Los artículos 1 y 41 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos definen las normas para 
garantizar que el cambio de gobierno a través de la 
transición democrática y la coexistencia de par-tidos 
políticos. 

Con la llegada al poder del Partido de Movimiento de 
Regeneración Nacional se han violado los meca-nismos 
para reducir el acceso de los ciudadanos a ejercer su 
derecho para promover la participación ciu-dadana en 
la vía democrática.

El 14 de Marzo de 2014 se aprobó la Ley Federal de Con-

sulta Popular señala que la validez del resulta-do, y con 
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Todas y cada de las cuales violan los requisitos para que su resultado tenga 
efectos legales. Con lo cual, estos mecanismos legales para garantizar el 
acceso de los Ciudadanos en la participación democrática son violados 
por el actual gobierno. 

Por tanto, estamos siendo testigos de la muerte de la democracia en nues-

tro país.  Tal como lo señalan Steven Levitsky y Daniel Ziblatt, el actual 
gobierno (emanado de la participación democrática), conti-nuamente da 
muestra claras de que esta imponiendo un sistema autoritario,  en donde 
prevalece el atraer árbitros que estén a favor del debilitado de las vías 
democráticas (reducción al presupuesto de los parti-dos políticos, eliminar 
la representación plurinominal), continuo agotamiento de sus opositores 
(críticas a los críticos del gobierno por tratarse de prensa “fifí”, polariza-

ción de la sociedad),  reestructurara de las reglas democráticas (consulta 
popular sin efectos vinculantes,  para justificar y evadir la responsabili-
dad política en la consecuencia de las decisiones tomadas.

Dichos autores señalan que los líderes antidemocráticos tienen mejores 
condiciones para prosperar cuan-do hay un déficit de comprensión y valo-

ración de la democracia.

El descontento social que no fue atendido por los anteriores gobiernos, el 
crecimiento de la delincuen-cia, la falta de oportunidades para el acceso 
laboral crean escenarios que operan a favor de que el len-guaje antipolí-
tico se apodere del espacio público y por ende la probabilidad de que la 
democracia mue-ra es un escenario altamente probable. 

La tarea del Partido de la Revolu-

ción Democrática es el de garantizar 
la defensa y profundización de la 
democracia a través de obligar que 
el actual gobierno respete los linea-

mientos constitucionales así como 

las leyes.

El gobierno que representa la cuarta 
transformación significa la ruptura 
de las normas democráticas como lo 
es la tolerancia mutua, la aceptación 
de que los adversarios tienen dere-

cho a existir. El debilitar el cambio 
del gobierno por la vía democrática 
a través de los mecanismos de auto-

contención, el freno autoimpuesto 
(austeridad republicana, despido de 
trabajadores al servicio del estado, 
debilitamiento en el acceso a los sis-

temas de salud). 
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Por Eloí Vázquez López1

E
l Estado mexicano está cons-

tituido desde 1824 como 
una república democrática, 

representativa y federal, esto es, 
una articulación de estados inde-

pendientes que han delegado ciertas 
libertades o facultades propias a un 
Gobierno Federal. Así, mientras que 
cada estado mantiene su soberanía, 
obtiene simultáneamente beneficios, 
como parte de la Federación2. 

Si la soberanía nacional reside en el 
pueblo, como lo establece el artículo 
39 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, sólo se 

puede conformar a partir del conjunto 
de soberanías municipales y estatales 
que se agrupan para integrarla, pero 
conservando su propia individuali-
dad. El artículo constitucional dice 

que: “…Todo poder dimana del pue-

blo y se instituye para su beneficio…”, 
esto describe que la institucionali-
zación, reconocimiento y delegación 
del poder desde el individuo hacia la 
federación proviene a través del poder 
municipal primero y ascendiendo al 
estatal, para finalmente instituir el 
poder federal. Por ello, el federalismo 
es auténticamente la expresión funcio-

nal de la democracia.

1 Es arquitecto por la UABJO y Maestría en 
Planificación del Desarrollo por el ITO. 
2 Montesquieu (1689-1755) concibió la “República 
Federativa”, como un conjunto de repúblicas. A 
través de la cual cada estado acepta formar parte 
de un estado más grande, conservando cada una 
su personalidad.

El debate del Constituyente de 1824 entre el federalismo que concebía al 
Estado Federal como resultado de una “unidad en la diversidad”3, en la 
que los estados o entidades federativas conservan su autonomía y per-

sonalidad propias, y el centralismo para el que la nación es considerada 
como un todo en las decisiones y las provincias o departamentos, con 
facultades limitadas, son partes protegidas o tuteladas por el poder cen-

tral. Por el vigor con el que defendió un federalismo moderado ―a la 
mexicana― posición mediadora que la mayoría, encabezada por Ramos 
Arizpe, no comprendió y, misma que privilegiaba las condiciones espe-

cíficas del naciente país. Fray Servando Teresa de Mier pasó a la historia 
como defensor del centralismo, aun cuando no era del todo partidario 
de este último. Dijo Mier el 15 de diciembre de 18g23, en su histórico dis-

curso profético, ante el Congreso Constituyente:

“…por no establecer un federalismo moderado acorde a nues-

tra realidad, lo que estamos haciendo es crear un sistema federal 
inviable que va a provocar conflictos, invasiones, dictadura, desor-

den económico e invasiones extranjeras.” 4

El fuerte apego al federalismo de los constituyentes fundacionales de la 
Nación, no fue sólo un acto de imitación a la fuerte influencia ejercida por 
los Estados Unidos de América, exitoso vecino emergente, cuya fascina-

ción advirtió tan brillantemente Fray Servando Teresa de Mier5, sino 
3 Definición de Hamilton, James Madison y John Jay, (1787-1788) en El Federalista, caracterizándose 
por la interrelación e independencia de las organizaciones estatales y las relaciones jurídicas entre 
los estados miembros y la Federación. 
4 Fray José Servando Teresa de Mier Noriega y Guerra, Discurso en el Congreso Constituyente, 15 
de diciembre de 1823.
5 “…Pero ¿qué no hay más de un modo de federarse?... La prosperidad de esta república vecina ha 
sido, y está siendo, el disparador de nuestra América porque no se ha ponderado bastante la inmensa 
distancia que media entre ellos y nosotros… Ellos eran ya Estados separados e independientes unos de 
otros, y se federaron para unirse contra la opresión de la Inglaterra; federarnos nosotros estando unidos, 
es dividirnos y atraernos los males que ellos procuraron remediar con esa federación… Deslumbrados 
como nuestras provincias con la federación próspera de los Estados Unidos, la imitaron a la letra 
y se perdieron.”  Fray José Servando Teresa de Mier Noriega y Guerra, Discurso en el Congreso 
Constituyente 13 de diciembre de 1823. http://www.biblioteca.tv/artman2/publish/1823_122/
Profec_a_del_doctor_Mier_sobre_la_Federaci_n_Mexic_191.shtml  

 El pueblo siempre ha  sido víctima de la 
seducción de los  demagogos turbulentos

FRAY SERVANDO TERESA DE MIER
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Y retiemble en sus centros…

Aquellas proféticas palabras del prócer Teresa de 
Mier, se verían cumplidas unos años después, ya que 
las primeras tres décadas del México independiente, 
fueron una etapa de indefinición de la ruta que segui-
ría el Poder de la nueva nación. El intento de controlar 

un proceso de construcción nacional, en medio del 
complejo choque de intereses que implicó, llevó a los 
nuevos grupos gobernantes en disputa, a diversos 
modelos de organización del gobierno y la recauda-

ción se ensayaban en la práctica, mientras combatían 
política y militarmente por el mando de la Nación, de 
este modo pasó antes el Primer Imperio, de 1821 a 1824, 
después la república federal de 1824 a 1836; misma 
que se intentó restaurar de 1841 a 1843 y la república 
centralista, de 1836 a 1841 y de nuevo de 1843 a 1848  
mientras en la realidad, los territorios se unían y sepa-

raban del país, el sonoro rugir del cañón derramaba 
la sangre de los mexicanos en los campos de batalla, 
nos atacaban los buques franceses y nos invadían los 
estadounidenses. Complementariamente, la inestabi-
lidad reinaba en la Hacienda Pública, el pueblo sufría 
la escasez de todo lo básico y México era despojado de 
la mitad de su territorio. 

En el imaginario de nuestros primeros gobernantes, 
chocaban los proyectos de país, como trozos de vidrio 
en un cambiante caleidoscopio, pero tan vertiginosa-

mente que, a pesar de los giros políticos y los resultados 
de las batallas, terminaban siempre poniendo a Antonio 
López de Santana como presidente, así éste “demagogo 
turbulento”, tuvo el privilegio de gobernar consecuti-
vamente como presidente tanto la República Federal, 
como la República Centralista y viceversa; sin embargo, 
por su aburrimiento pertinaz, en poco tiempo lo susti-
tuían los vicepresidentes, que entraban en funciones 
para dar inicio a un nuevo ciclo de conflicto y revisión. 
En la siguiente tabla se da cuenta de los cambios que 
ello significó en lo político. 

El tributo y el códice

La federalización en la práctica se expresa princi-
palmente en lo territorial, lo político, lo fiscal y lo 
cultural. En la historia de México estos tres factores 
se han combinado para consolidar una dinámica 
pluralidad originaria.

El Imperio azteca, jamás pretendió la uniformidad 
cultural, ni la ocupación territorial avasallante del 
esclavismo euroasiático. Por el contrario, permitió el 
florecimiento de la pluralidad cultural y la autonomía 
política a través de un sistema de dominación tribu-

tario. Estableció una recaudación por la que, a través 
del códice denominado Matricula de Tributos, la Tripe 
Alianza detallaba la distribución de 326 poblaciones 
integradas en 39 provincias, las cantidades de tributo 
que debían pagar y los momentos de la entrega. Los 
tributos obtenidos de otros pueblos se repartían otor-

gando 3/6 partes para Tenochtitlan, 2/6 para Texcoco 
y 1/6 para Tlacopan. Esto garantizó para Tenochtitlán, 
educación, sistema de salud, alimentación y esperanza 
de vida superior a la existente para las ciudades de 
Europa. Los tesoros codiciados por los conquistadores 

sólo pudieron amasarse aplicando semejante sistema 
tributario. Tal antecedente no era desdeñable en el 
momento de la Independencia.

Por su parte, al implantarse el sistema colonial, la 
Corona española, opta por un sistema hacendario 
basado en la tributación precortesiana, descrita en el 
Códice Mendocino, para las colonias de América.

la expresión de un sustrato federalista y autonómico, 
subyacente en la conciencia social de quienes se sabían 
herederos de la constitucionalidad gaditana6 que prote-

gía el municipalismo, de larga  práctica en provincias 
como Barcelona y Galicia y que confluía con la comuna 
existente en los pueblos indios. 
6 Relativo a la Constitución de Cadiz.
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República Federal de 1824 República Centralista de 1835
1. La República federal y representativa conformada por 19 estados 

libres y soberanos, 4 territorios, un Distrito Federal.

2. La división de poderes:

El ejecutivo representado por un presidente y un vicepresidente 

electos por cuatro años.

El legislativo con dos cámaras: la de Diputados con 

representación proporcional de la población y el Senado formado 

por dos miembros por cada estado.

El judicial conformado por la Suprema Corte de Justicia y los 

tribunales.

3. El gobierno federal será defendido por un contingente pagado 

por los estados y con los impuestos cobrados en las aduanas.

4. Se respeta la soberanía de los estados en sus asuntos internos.

5. Religión Católica como única.

6. Libertad de palabra e imprenta.

• La República Central como forma de gobierno. 

• Los estados se transforman en departamentos con 
facultades limitadas.

• La religión oficial es la católica.

• El poder quedó dividido en Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial.

• Se creó el cuarto poder: Supremo Poder Conser-
vador, formado por cinco personas con poderes 

absolutos, con facultades para declarar nulas las 

leyes o decretos, declarar incapacitados al presiden-

te para gobernar o suspender a la Suprema Corte de 

Justicia y las sesiones del Congreso hasta por dos 

meses, entre otras.

• El presidente duraría 8 años en su cargo.

• Se restringen las libertades ciudadanas.

Segunda República Centralista de 1843-47

• Se anuló el Supremo Poder Conservador.

• Se otorgaron mayores poderes al Ejecutivo, do-

tándolo de un poder casi dictatorial.

• El poder legislativo se compuso de una cámara 
de diputados y una de senadores designados por 

los poderes públicos y las asambleas de los depar-

tamentos, pero sólo podrían decidir los integrantes 

de ciertos grupos privilegiados (militares, clero, 

terratenientes).

• El poder Judicial pasó a manos de la Suprema 
Corte de Justicia y los tribunales

Tabla 1. Fuente: Portal Académico CCH UNAM. Recuperado de: https://portalacademico.cch.unam.mx/alumno/historiademexico1/uni-
dad4/estadoNacionMexicano/federalismoCentralismo

El Pacto federal, entonces, implicó para México tanto 
la integración de los estados en una federación, como 
la posibilidad de su separación en estados soberanos e 
independientes. Por ello, durante el siglo XIX, Guate-

mala, al que pertenecían Chiapas, Honduras, Nicaragua 
y Costa Rica, se separaron definitivamente al consti-
tuirse la República Federal, el estado de Texas cuando 
se declaró centralista y el resto de los estados del norte 
luego de la derrota en la guerra de 1847. Yucatán tam-

bién lo hizo durante un lapso de ocho años, entre 1840 
y 1848, época en la que, por cierto, redactaron una de 
las constituciones más avanzadas de su tiempo, Zaca-

tecas, Tamaulipas y Jalisco amagaron con la secesión 
en algunos momentos, Oaxaca, durante la Revolución 
entre 1915 y 1920, declaró su soberanía frente a la Fede-

ración, conformando su propio ejército, emitiendo su 
propia moneda y actuando con independencia fiscal. 
Chiapas por su parte, se reincorporó al Pacto Federal 

en septiembre de 1824, poco después de promulgada la 
Constitución. En diversas regiones del norte existieron 
y aún existen movimientos anexionistas que preconizan 
la incorporación de sus estados a la Unión Americana, 
justamente porque la constitución federalista hipotéti-
camente lo supone. Por lo que la cultura ha jugado un 
papel cohesionador de primera importancia en la conso-

lidación de la actual federación.
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De la Reforma a la paz porfiriana

El triunfo de la República Federal en 1848 
no trajo la estabilidad a México. Contrario a 
lo que hoy sucede, los estados tenían plenas 
libertades para decretar impuestos de todo 
tipo, mientras la Federación tenía ingre-

sos muy precarios, debido a que no existían 
mecanismos de coordinación fiscal que equi-
libraran la recaudación y el gasto. La Guerra 
de Reforma (1858 - 1861) y la Segunda Inter-

vención Francesa (1862 - 1867) obligaron al 
Ejecutivo Federal a buscar recursos para 
mantener el control político del país, por lo 
que debió negociar créditos con extranjeros 
algunos ignominiosos, como el Tratado McLa-

ne-Ocampo7.

La instauración del Porfiriato en 1876 significó 
la estabilización política del país, pero la coor-

dinación fiscal siguió ausente, ello contribuyó 
a las desigualdades regionales en el territorio 

nacional. En diciembre 1880, se realizó una 
reunión entre los titulares del ejecutivo fede-

ral y de cada uno de los Estados en un intento 
de regular la gran cantidad de impuestos que 
existían, aunque el resultado no fue viable, a 
partir de allí se fue construyendo al actual sis-

tema de coordinación fiscal.

El funcionamiento del Federalismo, en la 
práctica, se vio totalmente limitado por la 
existencia de un poder presidencial en manos 
de un demagogo turbulento como Porfirio Díaz, 
que acotó la soberanía de los estados y regio-

nes imponiendo “jefes políticos”, mismos que 
sustituyeron los poderes locales en la toma de 
decisiones de los asuntos que le interesaban al 
Dictador. A pesar de ello, en lo fiscal, la ausen-

cia de una coordinación entre los estados y de 
estos con el Gobierno Federal, dio a las enti-
dades ciertos márgenes de libertad para tener 
ingresos propios a partir de los impuestos.
7   El Tratado otorgaba el derecho de tránsito en el istmo de 
Tehuantepec a perpetuidad para los Estados Unidos a cambio 
de apoyos económicos para enfrentar la invasión francesa. Éste 
nunca funcionó por las propias contradicciones internas de 
aquel país.

“El que parte y comparte, se queda con la mayor parte”

Con el triunfo de la Revolución, el centralismo político pre-

sidencial convivió con la posición soberanista de los estados, 
pero luego de dos intentos de realizar una Convención Nacional 
Fiscal, una en 1925, otra en 1933 y otra en 1947, finalmente en 
1953 se publica la Ley de Coordinación Fiscal que va a regular 
la Hacienda Nacional8, en el marco de un proceso de industria-

lización y un crecimiento sostenido de la economía del país, 
con lineamientos redistributivos, que permitirán al Gobierno 
Central aprovechar la recaudación y equilibrar en lo posible los 
ingresos de los estados  mediante las figuras de participaciones9 

y aportaciones10. En 1980 entró en vigor, junto con la Ley del IVA, 
8   El Tratado otorgaba el derecho de tránsito en el istmo de Tehuantepec a perpetuidad 
para los Estados Unidos a cambio de apoyos económicos para enfrentar la invasión 
francesa. Éste nunca funcionó por las propias contradicciones internas de aquel país.
9   Las características principales de las participaciones es que son recursos de libre 
disposición para los estados; su entrega es mensual; y el retraso de su entrega genera 
recargos a cargo de la Federación a una tasa determinada Congreso de la Unión. Las 
participaciones federales presentaron un aumento importante en términos reales, ya que 
durante los últimos quince años casi se han duplicado, pasando de 445 mil millones 
de pesos en 2002 a 772 mil millones en 2017. La entrega de los recursos por fondos 
participables se realiza mediante ocho fondos, cada uno con su propia motivación y 
mecanismo de distribución, estos son: 1) el Fondo General de Participaciones (FGP), 2) 
el Fondo de Fomento Municipal (FFM) 3) Participaciones sobre el Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios (PIEPS) 4) Fondo de Fiscalización y Recaudación (FFyR); 
5) Fondo de Compensación (FC); 6) Fondo de Extracción de Hidrocarburos (FEXI); 
7) Fondo equivalente al 0.136 por ciento de la RFP; y, 8) El Fondo equivalente al 3.17 
por ciento del derecho ordinario sobre hidrocarburos. Fuente: Centro de Estudios de las 
Finanzas Públicas (CEFP) de la H. Cámara de Diputados.
10   Las aportaciones federales son los recursos que la federación transfiere a los estados 
y municipios condicionado a que se apliquen fines específicos, estos se materializan en 
el Ramo 33 en el Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF). Las características 
básicas de las aportaciones federales son 1) contar con fines específicos; 2) su 
administración y ejercicio se realiza conforme a las leyes locales; 3) a pesar de ser 
aplicados por legislaciones locales, no pueden contravenir la reglamentación federal; 
4) tienen una relación indirecta con la Recaudación Federal y 5) Son inembargables, es 
decir que no se pueden comprometer como garantía o pago de otra cuestión. Los fondos 
que forman el Ramo 33 son: 1) el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa 
(FONE) ; 2) el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA); 3) el Fondo 
de Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS); 4) Fondo de Aportaciones para 
el Fortalecimiento de los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito 
Federal (FORTAMUNDF); 5) Fondo de Aportaciones Múltiples (FAM); 6) Fondo 
de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos (FAETA); 7) Fondo de 
Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP); 
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la nueva Ley de Coordinación Fiscal que sustituyó a 
la anterior conteniendo ya las disposiciones que se 
han mantenido hasta la fecha. 

A treinta y ocho años de distancia, el modelo de 
recaudación y distribución se muestra ineficiente y 
hay que cambiarlo, para ello es indispensable que se 
8) Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de las Entidades 
Federativas (FAFEF). (FONE) ; 2) el Fondo de Aportaciones para 
los Servicios de Salud (FASSA); 3) el Fondo de Aportaciones para 
la Infraestructura Social (FAIS); 4) Fondo de Aportaciones para el 
Fortalecimiento de los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del 
Distrito Federal (FORTAMUNDF); 5) Fondo de Aportaciones Múltiples 
(FAM); 6) Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de 
Adultos (FAETA); 7) Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 
los Estados y del Distrito Federal (FASP); 8) Fondo de Aportaciones para 
el Fortalecimiento de las Entidades Federativas (FAFEF). Fuente: Centro 
de Estudios de las Finanzas.

convoque a una nueva Convención Nacional Hacenda-

ria, la cual aumente el papel de los gobiernos estatales 
en ambos rubros. Mientras el promedio de recaudación 
en la OCDE es de 29.5 por ciento del PIB, en México sólo 

es del 14.0 por ciento. En la OCDE el porcentaje prome-

dio de recaudación entre estados y municipios es del 
31 por ciento y a la federación 69 por ciento, en México 
los estados y municipios recaudan sólo el 6.7 por ciento, 
mientras el Gobierno Federal recauda el 9.3 por ciento. 
El cobro de la recaudación es desigual entre regiones11. 

La mayoría de los analistas de izquierda y de derecha 
coinciden con la afirmación de la Coparmex:

“Este modelo genera una gran dependencia de 
las entidades federativas por recursos federales 

pues, independientemente de lo que se recaude, 
los estados terminan teniendo ingresos deter-

minados mayormente a nivel federal, y poco 
vinculados a sus propios esfuerzos recaudatorios.

(…)

“Tal cual está planteado y en vigor, el acuerdo 
de coordinación fiscal entre la federación y las 
entidades federativas, permite que la Federación 
concentre de manera inmoderada la recaudación, 
limita en exceso las facultades de los gobiernos 
locales y no genera incentivos para construir 
una mayor capacidad tributaria en los Estados y 
Municipios.

 (…)

11    Más de la mitad de los recursos que gastará el gobierno federal 
en 2019 provienen del cobro de contribuciones, que se lleva a cabo en 
forma desigual entre regiones. Tan solo cuatro entidades, Ciudad de México 
(37.5por ciento), Estado de México (12.2por ciento), Nuevo León (6.8 por 
ciento) y Puebla (3.6 por ciento), aportan el 60 por ciento de los ingresos 
tributarios del país en su totalidad.  Coparmex: Federalismo hacendario: 
coordinación fiscal eficaz o centralismo renovado. Febrero 18, 2019.

Todo poder 
dimana del pueblo 
y se instituye para 

su beneficio
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Exhortamos al Gobierno Federal a 
convocar en 2019 a una Convención 
Nacional Hacendaria de forma que se 

discutan base cero, el nuevo régimen 
de las competencias tributarias, y los 
modelos para determinar la distribu-

ción los recursos fiscales de forma más 
justa, entre los distintos órdenes de 
gobierno, y entre las distintas entidades 
federativas. (Coparmex: federalismo 
hacendario: coordinación fiscal eficaz o 
centralismo renovado. Febrero 18, 2019).

Actualmente la distribución se realiza 80 por 
ciento para la Federación y 20 para los estados 
y municipios, lo que se ha presentado como 
detonante de la desigualdad social y regional. 
La relación debe variar para que las entidades 
y municipios puedan recaudar al menos el 30 
por ciento de los impuestos y se reciban una 

proporción equivalente o mayor. La Coparmex podría tener 
parte de razón en que:

“…las fórmulas actuales para la distribución de aportaciones y 
participaciones entre las entidades federativas son claramente 
inequitativas. La mitad de las entidades federativas que 

menos impuestos federales recaudaron (12.5 por ciento del 
total nacional), recibieron más de la mitad (55%) de las apor-

taciones y participaciones en perjuicio de las que tuvieron un 
mejor desempeño en la captación. (Coparmex: federalismo 
hacendario: coordinación fiscal eficaz o centralismo reno-

vado. Febrero 18, 2019).

Desde luego que la izquierda debe rechazar que desaparez-

can las transferencias con enfoque de solidaridad, como la de 
combate a la pobreza extrema y otros, aun y cuando sean insu-

ficientes para combatir la desigualdad. La mejor alternativa es 
disminuir la macrocefalia de una Federación avasallante pero 
ineficaz, equilibrar la distribución a favor de todos los estados 
en su conjunto, sin distingos partidarios; para aplicar los recur-

sos de manera más eficiente por las autoridades que más cerca 
se encuentran de esas poblaciones, las estatales y municipales. 
Sólo así se garantizará la igualdad en la diversidad. 

Pretender, como hoy se avizora, que la Federación mantenga las 
mismas fórmulas de recaudación y distribución, se abone ven-

tajas a su favor y se asegure el control absoluto de las finanzas 
públicas, con el pretexto de combatir la corrupción y garanti-
zar que “los recursos lleguen directamente a los beneficiarios”; 
aparte de mostrarse claramente como un mecanismo de pro-

paganda y promoción electoral a favor del Partido Oficial, es 
una forma de simular respetar la República Federal tal como 
Porfirio Díaz lo hizo,  mientras en los hechos, se impone una 
República Centralista, que si se consolida propiciará que el pue-

blo siga siendo víctima de una demagogia turbulenta.  
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Por Arcadio Sabido Méndez1

R
evisar las acciones de los 

primeros cien días de los 
nuevos gobiernos es ya una 

costumbre, la finalidad es detectar 
las tendencias que adoptarán sus 
políticas, aun cuando la mayoría de 
los proyectos estén en etapa de prepa-

ración. En el caso de Andrés Manuel 
López Obrador las valoraciones se 
hacen sobre más de cien días, pues él 
empezó a gobernar desde el momento 
en que se le otorgó la calidad de pre-

sidente electo, porque Enrique Peña 
Nieto, presidente constitucional, le 
cedió la iniciativa política.
En lo sucesivo se tratarán cuatro 
temas, en principio las acciones de 
gobierno que han permitido con-

solidar la popularidad del actual 
presidente de la república. En 
seguida se tratarán tres cuestio-

nes las cuales, a mi juicio, serán 
una constante en el despliegue de 
las reformas que el nuevo grupo 
gobernante inscribe como la Cuarta 
Transformación (4T). Éstas son la 
reconciliación y la polarización 
nacional como método para fortale-

cer al presidente, su doble cara ante 
las leyes, y el carácter selectivo del 
combate a la corrupción. 

1 Es maestro en Ciencias Políticas y Sociales y 
Director General del Instituto de Formación 
Política del PRD

Un presidente con amplio apoyo popular

Concluidos sus primeros cien días de gobierno, López Obrador ha con-

cretado cinco grandes acciones, con las cuales busca crear las condiciones 
jurídicas para sus proyectos reformistas; fortalecer los vínculos de lealtad 
con sus votantes; emitir señales de estabilidad macroeconómica para tran-

quilizar a los mercados; atender las complicadas  relaciones con el gobierno 
estadounidense, y desmontar la iconografía de los gobiernos neoliberales. 

Las reformas constitucionales y de leyes secundarias que proyectan el 
armazón legal e institucional de la Cuarta Transformación, empezaron 
con la aprobación de la ley de salarios máximos para que ningún alto fun-

cionario gane más que el Presidente de la República (108 mil pesos al mes). 
Esta ley generó una agria confrontación del ejecutivo con el poder judicial 
que llegó incluso a la instalación de un plantón de seguidores de Morena a 
las puertas de la sede del poder judicial para hostigar a los ministros, y el 
correspondiente amparo de jueces para la no aplicación de dicha ley. Otras 
reformas constitucionales fueron las relativas a la seguridad nacional y 
con las cuales se creó la Guardia Nacional, y se amplió el catálogo de deli-
tos graves, incorporando el de corrupción, robo de combustible y fraude 
electoral, como delitos que ameritan detención inmediata sin que medie 
orden judicial. Y, finalmente se impulsó la reforma para eliminar el fuero, 
permitiendo juzgar al presidente de la república por actos de corrupción 
en el ejercicio de sus funciones, y que se busca ampliar a los gobernadores, 
presidentes municipales y legisladores.

Para fortalecer los vínculos clientelares con sus votantes, el presidente de 
la república inició sus programas sociales. El método que utiliza es anun-

ciarlos en mítines que sirven de catalizador de la relación de lealtad con 
sus beneficiarios, vistos como el apoyo social y electoral de Morena. Con 
ese objetivo inició el pago de las pensiones para los adultos mayores y las 
personas con discapacidad; las becas para  estudiantes de preparatoria y 
la de Jóvenes Construyendo Futuro. También se empezó con la siembra de 
un millón de hectáreas de árboles frutales y maderables.

Una acción que se inscribe entre los beneficios directos a la gente fue el 
acuerdo alcanzado con la cúpula empresarial para elevar al 16  por ciento 
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el salario mínimo, rompiendo con la 
política que ligaba el aumento sala-

rial al nivel de la inflación.

Las señales de tranquilidad a los 

mercados se plasmaron en los crite-

rios generales de política económica 
del presupuesto público 2019, que 
mantiene la estabilidad macroeco-

nómica para bajar el nerviosismo 
de los grandes financieros naciona-

les y extranjeros, inquietos por la 
cancelación del Nuevo Aeropuerto 
Internacional de México (NAIM). 
Pero el presupuesto público garan-

tizó el pago de los intereses y capital 
de la deuda soberana y se siguió la 
disciplina fiscal de los gobiernos 
neoliberales para lograr un superávit 
primario de entre 1 y 1.3  por ciento 
del PIB, de modo que el equilibrio 
entre los ingresos y los egresos no 
desborden la contratación de deuda. 

El crecimiento proyectado fue 
modesto, pues se moverá en el 
entorno del 1.5 y el 2 por ciento para 
2019, muy por debajo de la promesa 
de crecer al 4 por ciento. Con la polí-
tica de austeridad y de combate a 
la corrupción el gobierno pretende 
tener a disposición 700 mil millones 
de pesos adicionales para enfrentar 
imprevistos. El presupuesto público 
cuida no aumentar los impuestos, y 
mantiene el tipo de cambio estable 
con un peso mexicano fortalecido 
frente al dólar. Para incentivar la 

economía se fortalece la inversión 

pública en obras de infraestructura, 
en Pemex y en la CFE. Y, se crea 
una zona franca fronteriza con un 
aumento salarial del 100 por ciento; 
la reducción del IVA al 8 por ciento y 
el ISR a 20 por ciento. 

Las complicaciones del nuevo gobierno empiezan en las relaciones inter-

nacionales. En este terreno López Obrador se enfrenta a la activación de 
la migración del sur hacia el norte y el uso político de la estrategia antiin-

migrantes del gobierno estadounidense de Donald Trump. Los migrantes 
que salen de Centroamérica con el fin de llegar a los Estados Unidos, se 
mueven masivamente como grandes colectivos organizados. Ante esta 
nueva ola de migraciones la presión sobre la frontera sur y norte es cons-

tante, y el gobierno estadounidense exacerba el racismo y el odio contra 
los centroamericanos y mexicanos. 

La reacción desproporcionada de Donald Trump incluye insistir en la 
construcción del muro en la frontera México-Estados Unidos; no firmar el 
tratado de libre comercio; deportar a los inmigrantes injustamente califi-

cados de delincuentes,  y cerrar la frontera con México. Ante el beligerante 
gobierno estadounidense, el de López Obrador continúa con la misma acti-
tud del gobierno priista de Enrique Peña Nieto tendente a la subordinación 
y a aceptar sus exigencias, con el cuidado de que no sea tan evidente. Por 
ejemplo, para firma el nuevo Tratado de libre comercio (T-MEC) el gobierno 
estadounidense exigió a México realizar una reforma laboral, que reduzca 
la competencia del trabajador mexicano ante el norteamericano. Dicha 
reforma ya está en la agenda de Morena. La falta de firmeza de López Obra-

dor lo llevó a aceptar que México juegue el papel de freno a las caravanas 
de migrantes, y de sala de espera de los rechazados que quieren autoriza-

ción para entrar legalmente a los Estados Unidos. 

Otro tema controversial es la crisis política de Venezuela ante la cual el 
presidente de México se ha mantenido apegado al principio constitucio-

nal de no intervención en los asuntos de otros países, y de la solución 
pacífica de los conflictos.

Las acciones reseñadas se han desplegado en el marco de un conjunto de 
medidas con efectos simbólicos eficaces contra los anteriores gobiernos del 
PRI y del PAN, y contra el neoliberalismo. Dichas medidas le inyectan a las 
bases electorales de Morena la sensación del cambio, la percepción de que 
el nuevo gobierno cumplirá sus promesas de campaña, pero con la preven-

ción de que en caso de fallar no será su culpa sino de sus oponentes.

Para ello, la narrativa de la 4T sistemáticamente etiqueta a quienes con-

sidera sus enemigos como neoliberales, conservadores, neoporfiristas, y 
estas etiquetas se las coloca a todos los que critican al nuevo gobierno, 
en especial a la que llama prensa conservadora o “fifí”, a las organiza-
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ciones sociales, las asociaciones de 
la sociedad civil y los organismos 
constitucionalmente autónomos. 

Este discurso insiste en identificar 
a los opositores gubernamentales 
como los responsables de la impuni-
dad, la corrupción, la inseguridad, 
la pobreza y los privilegios de la 
clase política.  

Así el nuevo presidente de la repú-

blica anunció un programa de 
austeridad para eliminar los privile-

gios de los gobernantes, empezando 
por la reducción del salario del pre-

sidente de la república, y el de los 
altos funcionarios; la cancelación 
de la pensión de los expresidentes 
de la república; la eliminación de 
seguros médicos y sobresueldos,  de 
servicios de vehículos, choferes y 
secretarias particulares de los altos 
funcionarios; la renuncia a viajar en 
el avión presidencial y hacerlo por 
las líneas comerciales de aviación; 
el abandono de Los Pinos como la 
residencia oficial de la familia presi-
dencial, y la apertura de este espacio 
como un nuevo centro de esparci-
miento cultural; la eliminación del 
Estado Mayor Presidencial incluido 
el cuerpo de guardias presidencia-

les, una fuerza militar de más de 
6 mil efectivos a la disposición del 
presidente de la república; la puesta 
en venta del avión presidencial y la 
flotilla de aviones, helicópteros y 
vehículos terrestres blindados, que 
la clase gobernante usaba para su 
movilidad; el despido de asesores, 
altos y medios directivos; la reduc-

ción de los representantes de las 
secretarias de estado en las entida-

des de la república para sustituirlos 
con los llamados superdelegados, y 
el anuncio de la descentralización 
de las secretarias de Estado. 

Para hacer efectivos los simbolis-

mos contra el régimen anterior y 
contra el neoliberalismo, el presi-
dente de la república instauró un 
nuevo sistema de comunicación 

social, mediante las conferencias de 
prensa matutinas en las que él es el 
único emisor de información ante 

los medios y sus electores, a los 
cuales en mítines les lleva sus pro-

gramas sociales. De esta forma, el 
presidente de la república asume 
el liderazgo de la comunicación y 
por consiguiente define la agenda 
política y mediática que los perio-

distas, comentaristas y activistas 
digitales siguen todos los días.

Sin duda, la lucha contra la 
corrupción es una de las accio-

nes que más le han redituado en 
popularidad al Presidente de la 
República, como se puede apre-

ciar en el combate al robo de 
combustibles de los ductos de 
Pemex. Y aunque estas acciones 
generaron desabasto de combus-

tible y molestias ciudadanas en 
Michoacán, Jalisco, Guanajuato, 
y la Ciudad de México, y fuertes 
críticas por la inacción del ejér-

cito en el lamentable accidente de 
Tlahuelilpan, Hidalgo, en el que 
perdieron la vida 135 personas, la 
lucha contra el robo de combus-

tible tiene una alta aprobación 
ciudadana. 

El campo de acción más difícil 
para López Obrador es el de la 
seguridad. En el combate a los 
delincuentes sigue los mismos 

métodos militarizados de los 
gobiernos del PRI y del PAN. 
La tendencia es una mayor par-

ticipación de los militares en 
tareas de seguridad, amplia-

das a la construcción de obras, 
a la administración del nuevo 

aeropuerto de Santa Lucía, con-

trario a lo ofrecido en campaña de 
regresar al ejército a sus cuarteles. 
Esta es la tendencia que se afianzó 
con la iniciativa presidencial 
de crear una Guardia Nacional 
dejando a la discreción presi-
dencial el nombramiento de un 
militar como jefe de dicha Guar-

dia, y manteniendo la presencia 
de las fuerzas armadas por cinco 
años en tareas de seguridad.  

Los resultados obtenidos en seguri-
dad hasta principio de marzo 2019 
son malos. Comparando los datos 
durante los primeros cien días del 
actual gobierno respecto al ante-

rior, los asesinatos, la extorsión y los 
secuestros ahora son mayores. Sólo 
en asesinatos se pasó de 6,015 cada 
mes en el gobierno de Peña Nieto, a 
7, 515 en el gobierno de Morena.

Los principales proyectos de 
gobierno, los que serán la marca de 
la presidencia de Morena, están en 
etapa de diseño y programación. 
Esta es la situación del aeropuerto 
de Santa Lucía; el Tren Maya; el 
corredor industrial y comercial del 
Istmo de Tehuantepec; la refinería 
de Dos Bocas Tabasco; el fortale-

cimiento de Pemex y de la CFE; 
el aumento de la producción de 
petróleo, y la instalación de la red 
de fibra óptica con la que se dará 
servicio de internet gratuito en 

lugares públicos de todo el país. 

Para todos es evidente que lo hecho 
hasta el momento, como primeras 
acciones que están dando cuerpo a 
la política de la Cuarta Transforma-

La seguridad, campo 

de acción más difícil 

para López Obrador
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ción, ha resultado exitoso para López Obrador, pues 
cuenta con un 80 por ciento de aprobación ciudadana, 
una popularidad superior a la que han tenido los pre-

sidentes de México en los último 30 años. Es relevante 
observar que la popularidad de AMLO no ha dismi-
nuido, es más, vista en retrospectiva, desde la campaña 
electoral, dicha popularidad se ha mantenido con una 
tendencia creciente, a pesar de que no ha cumplido 
varias promesas de campaña como la reducción del 
precio de las gasolinas, del diésel y de la electricidad. 
Hasta ahora la gente sigue dispuesta a concederle el 
beneficio de la duda. 

Existen acciones gubernamentales de López Obra-

dor que se inscriben en las tendencias autoritarias 
de gobernar. Por su importancia para el futuro de la 
democracia mexicana a ellas me referiré en lo sucesivo. 
Para tal efecto ordenaré la reflexión en tres rubros, el 
llamado a la reconciliación nacional; el compromiso 
de respetar las leyes de la república, y el combate a la 
corrupción e impunidad, arma central de la 4T. 

Reconciliación y polarización nacional como 

estrategia política

Desde el discurso de celebración de su triunfo electo-

ral en el zócalo de la Ciudad de México, López Obrador 
hizo un llamado a la reconciliación nacional. Hubo 
un gran consenso en lo acertado de dicho llamado. 
La polarización política fue una estrategia de López 
Obrador para que la ciudadanía lo distinguiera como 
representante de un proyecto diferente a los gobiernos 
anteriores del PRI y del PAN, y como el gobernante 
que podría acabar con la pobreza, la corrupción y la 
inseguridad. Pero el éxito de la polarización ha lle-

vado al actual presidente de la República a mantenerla 
vigente. Sin embargo nadie puede asegurar que tam-

bién funcionará en su calidad de gobernante.

El llamado a la reconciliación adquirió un carácter 
dual. Se desplegó hacia los empresarios dueños de los 
grandes corporativos, el Consejo Mexicano de Nego-

cios y la Coparmex. La finalidad de la reconciliación 
empresarial fue frenar la fuga de capitales que nunca 
se ha detenido, pero que podría adquirir una mayor 
dinámica, ya que durante la campaña e incluso en la 
etapa de presidente electo, López Obrador fustigó al 
empresariado como miembros de la mafia del poder, 
corruptos, neoliberales y aprovechados de las políticas 
públicas. Esa forma despectiva la expresó incluso en 
su toma de protesta como presidente.

Ya en su calidad de presidente constitucional AMLO 
logró construir la reconciliación con el empresariado 
basado en la organización de un Consejo de Asesores 
de la Presidencia de la República en asuntos econó-

micos. Nombró como coordinador al encargado de la 
Oficina de la Presidencia, Alfonso Romo (Gpo. Plenus 
y Vector). Los miembros de este grupo asesor son: 
Ricardo Salinas Pliego (TVAzteca), Bernardo Gómez 
(Televisa), Olegario Vázquez Aldair (Grupo GEA), 
Carlos Hank González (Banorte), Daniel Chávez 
(Grupo Vidanta), Miguel Rincón Arredondo (Bio-

papel, Scribe), Sergio Gutiérrez Mugersa (DeAcero) 
y Miguel Alemán Magnani (Interjet). Todos ellos 
propietarios de consorcios que figuran entre las 500 
empresas más grandes de México.

La reconciliación con la cúpula empresarial fue una 
calculada necesidad pues, como el mismo presidente 
reconoce, para cumplir con su promesa de crecer al 4 
por ciento anual, el doble desde 1983, se requiere de 
la inversión del capital privado, nacional y extranjero. 

Andrés Manuel López Obrador cambió su estrategia 
respecto al empresariado mexicano. Pasó del enfrenta-

miento, en la campaña electoral, lo que le sirvió para 
ganarse los votos de los sectores populares, a la inte-

gración de un nuevo grupo empresarial que, vinculado 
a la presidencia de la república, contará con informa-

ción privilegiada y será el primer grupo beneficiario de 
los programas de la 4T, en obras y compras. Los prime-

ros pasos en este sentido ya se dieron con la asignación 

de contratos en favor de los bancos de Salinas Pliego y 
de Hank González, para la operación de los programas 
sociales destinados a 26 millones de beneficiarios. 

Pero la reconciliación no se ha concretado con los grupos 
sociales que el presidente constitucional ubica como sus 
enemigos y, ante los cuales el líder de la 4T se muestra 
como un activista político permanente. Su propósito es 
mantener y profundizar la polarización política y social 
entre dos grandes bandos, por un lado, sus seguidores, 
los que apoyan sus dichos y sus hechos sin cuestiona-

miento alguno, constituido por el que llama el pueblo 
bueno, el pueblo sabio, el que se reúne en sus mítines y 
en sus actos públicos para vitorearlo cuando anuncia y 
entrega los beneficios de los programas sociales. 

En el polo contrario coloca a sus enemigos, o sea a 
sus críticos, los partidos de oposición, la prensa irre-
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verente, las organizaciones sociales y los grupos de la sociedad civil no 
vinculados a Morena, los organismos constitucionalmente autónomos 
que no controla aún, y todos aquellos, individuos o colectivos que se atre-

van en lo sucesivo a cuestionar algunas de sus acciones y señalar alguno 
de sus errores. 

Para los enemigos, reales o inventados, el Presidente de la República 
asume una actitud beligerante, con el pretexto de su derecho a réplica 
ante los medios de información emplea sistemáticamente la denostación, 
la burla, las acusaciones sin comprobar. En las conferencias mañaneras 
se socializan palabras para desprestigiar, para marcar al enemigo con las 
etiquetas de conservadores, neoliberales, corruptos, “fifís”.

El objetivo del llamado presidencial a la reconciliación es ampliar su base 
social, y la base electoral de Morena para las elecciones que siguen. Para 
sus oponentes emplea la polarización, el ataque sistemático para des-

membrarlos, disminuirlos al máximo. Las condiciones ahora son más 
favorables para tal objetivo, pues con el poder presidencial López Obrador 
tiene a su disposición los medios de comunicación, y emplea los recursos 
destinados a los programas sociales para mantener a sus seguidores en 
una posición de defensa a su gobierno.

El discurso de la reconciliación nacional no busca los grandes consensos, 
pues éstos implican acuerdos, diálogo y concesiones que no está dispuesto 
a otorgar a quienes ubica como sus enemigos. La reconciliación sólo vale 
para los grupos sociales que lo apoyan y que se van sumando al proyecto 
de la 4T. Por lo tanto, la polarización y la confrontación política seguirá 
para con los grupos sociales e individuos que se atrevan a cuestionar, a 
criticar las acciones de gobierno. En pocas palabras, la reconciliación es 
una estrategia para sumar adeptos, y la polarización permanecerá para 
el combate de los enemigos. Para éstos no habrá tregua, se les aplicará la 
implacable fuerza presupuestal, mediática y movilizadora de la presiden-

cia de la república.

Doble cara ante el Estado de derecho

Desde su primer discurso de celebración y, sobre todo, en la toma de 
posesión como presidente constitucional de México, López Obrador 
afirmó que respetará las leyes de la república y la autonomía de los 
otros poderes de la unión. La realidad es otra, pues tiene dos actitudes 
ante las leyes. Desprecia las que obstaculizan sus decisiones, llegando 
al extremo de desconocerlas. Y, cumple con aquellas que facilitan la 
realización de sus proyectos y, de ser necesario, las  cambia para ade-

cuarlas a sus propósitos. 

Todos saben, aunque no todos se atreven a cuestionarlo, que en su 
carácter de presidente electo al convocar a sus consultas populares 
desconoció la ley federal de consulta popular y el artículo 35 de la 
Constitución Política de la República. Y, adicionalmente, desconoció 
al Instituto Nacional Electoral (INE). Ansioso por tomar la iniciativa 
política ante el vacío de poder que dejó la parálisis de Peña Nieto, 
ordenó realizar dos consultas, una sobre el Nuevo Aeropuerto Inter-

nacional de México (NAIM) y otra sobre sus programas prioritarios 
en materia social y de inversión en infraestructura. Las consultas 
fueron organizadas por la Fundación Arturo Rosenblueth, amiga de 
López Obrador y de su partido Morena. 

Los resultados de dichas consultas, 
que hasta los mismos organizadores 
sabían, sólo servirían para justificar 
decisiones tomadas de antemano 

por el mismo López Obrador. Sin 
ningún pudor expresó con todo 
cinismo que el pueblo había hablado 
y ordenado cancelar las inversiones 
públicas destinadas al NAIM, lo que 
implicará costos financieros de entre 
120 a 200 mil millones de pesos que 
pagaremos con los impuestos los 
ciudadanos. Y ese mismo pueblo 
también decidió que los progra-

mas sociales y de infraestructura 
sometidos a consulta serían los 

prioritarios del gobierno y, por lo 
tanto, tendrían garantizado el pre-

supuesto público necesario.

Las decisiones al margen de la ley 
y de las instituciones continuaron. 
Como presidente electo ordenó 
realizar el Padrón de Bienestar que 
integrará a los beneficiarios de los 
programas sociales. Para armar 
dicho padrón contrató a 20 mil jóve-

nes, a quienes nombró Servidores de 
la Nación y los atavío con uniformes 
que llevaban los colores de Morena. 

Sin más metodología que visitar 
todos los hogares de México, los 
jóvenes llamados se dedicaron a 
registrar en sus formatos los nom-

bres de las personas que en cada 
hogar se manifestaban como adultos 
mayores, discapacitados, jóvenes sin 
empleo, estudiantes, madres traba-

jadoras, etcétera.
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El discurso para justificar la reali-
zación del padrón del bienestar fue 
acabar con la corrupción y con los 
intermediarios identificados con 
organizaciones sociales mediadoras 
entre el gobierno federal y los benefi-

ciarios de los programas sociales. De 
este modo, a partir del gobierno de la 
4T esas organizaciones intermedia-

rias serán desconocidas y señaladas 
por como corruptas, ya que según 
la voz presidencial se quedaban con 
parte de los recursos que el gobierno 
destinaba a los programas sociales. 
No obstante que no ha habido nin-

guna denuncia contra las supuestas 
organizaciones corruptas, la denun-

cia pública presidencial ha servido 
para desprestigiar y cancelar finan-

ciamiento para las guardarías de los 
hijos e hijas de las madres trabajado-

ras y para los refugios de atención 
de las mujeres víctimas de violencia.

López Obrador juró cumplir y hacer 
cumplir la Constitución de la repú-

blica, sus leyes y sus instituciones. 
Pero ya como presidente constitucio-

nal ha decidido hacer a un lado su 
juramento. Repitió la hazaña de con-

vocar una nueva consulta popular 
al margen de la ley para obtener el 
apoyo social que justificara su deci-
sión de concluir la construcción de 

los ductos de la Termoeléctrica de 
Huexca, Morelos, olvidando que en su 
calidad de candidato se había pronun-

ciado contra dicha obra por peligrosa 
para la vida. Ahora con la falsa con-

sulta popular, confirma su decisión 
de continuar con las obras y poner 
en funcionamiento dicha Termoeléc-

trica. Pero lo reprobable de esta nueva 
consulta es que sirvió para enfrentar a 
dos grupos sociales, a los seguidores 
del Presidente de la República contra 
la organización social que desde el 
origen se opone a esta obra.

El colmo de la soberbia se alcanzó 
cuando el presidente de la república 
dijo que en el 2021, con ley o sin ley 
someterá a revocación su mandato 
presidencial. Y para garantizar que 
esta decisión se enmarque en la 

legalidad ha propuesto una reforma 

constitucional para la revocación 
de mandato. Para ello no escatima 

esfuerzos y maniobra a través de 
sus coordinadores parlamentarios 
para comprar votos de legislado-

res y garantizar la adhesión de 
los dos tercios tanto en la Cámara 
de Diputados como en la de sena-

dores. Sólo así, corrompiendo a 
legisladores, el presidente podría 
lograr los votos necesarios para 
aprobar dicha ley e imponer su 
determinación de aparecer en la 
boleta electoral del 2021.

Desconociendo los cambios legis-

lativos que se han alcanzado para 
evitar el fraude electoral con elec-

ciones de Estado y, sobre todo, 
para evitar la intervención presi-
dencial en las elecciones, López 
Obrador quiere aprovechar su 
investidura presidencial y los 
recursos públicos, con el pretexto 
de la revocación de mandato, para 
apoyar las campañas de los candi-
datos y candidatas de su partido 
que competirán en las campañas 
electorales para elegir 500 dipu-

tados federales, 17 gobernadores 
y cientos de presidentes muni-

cipales. Su propósito es repetir 
en 2019 el efecto de arrastre de las 
candidaturas de Morena como en 
el 2018, para que Morena logre la 
mayoría calificada en la Cámara de 
Diputados Federales. De lograr este 
propósito tendrá un mayor dominio 
de la cámara de Diputados federa-

les y mayor capacidad de maniobra 
para sus reformas, incluida su pro-

puesta de Constitución Moral. 

López Obrador también adecua 
leyes a su modo. El ejemplo por 
todos conocidos es la llamada Ley 
Taibo, presentada y aprobada por 
Morena para cumplir con la decisión 
presidencial de colocar como Direc-

tor del Fondo de Cultura Económica 

a una persona que no cumplía con 
los requisitos legales. 

La doble cara ante la ley, de res-

petarla cuando le es favorable y de 
violarla cuando no se ajusta a su cri-
terio, evidencia la falta de respeto del 
principio juarista de nada por fuera 
de la ley, y nadie por encima de la ley.

La ciudadanía no debería aceptar 
la falta de legalidad. Nadie puede 
estar de acuerdo con la violación de 

las leyes, o con reformarlas a modo. 
México requiere de una cultura de 
la legalidad y abandonar la des-

afortunada frase de que las leyes 
se hicieron para ser violadas. Los 
organismos internacionales de los 

que México forma parte sostienen 
que la falta de cumplimiento de las 
leyes es un grave obstáculo para el 
desarrollo, y que a nuestro país le 
hace mucha falta una cultura gene-

ralizada de la legalidad, pues esta es 
la única vía para tener y fortalecer 
un Estado de Derecho. 

La falta de legalidad en la actua-

ción de los gobernantes ha sido la 
constante en el sistema presiden-

cialista autoritario mexicano. Si el 
presidente de la república no se 
somete a las leyes se convierte en 
un peligro para el desarrollo demo-

crático, genera incertidumbre en los 
inversionistas, y reproduce la des-

confianza social en el Estado.  
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Para la ciudadanía, la máxima divisa debe ser la apli-
cación de la ley y el rechazo a la impunidad, para que 
tanto gobernantes como gobernados estén obligados a 
cumplirla sin discusión, sólo así podrá hacer realidad 
el principio liberal de la igualdad de todos ante la ley.

Combate selectivo de la corrupción

Existe un gran consenso nacional de que el combate 
a la corrupción es una medida necesaria e imposterga-

ble. Para López Obrador la corrupción es la causa de la 
pobreza, la violencia, y de la falta de crecimiento econó-

mico, por lo tanto, ha erigido la lucha contra la corrupción 
y la impunidad como el eje articulador de su 4T. 

Pero desde la campaña cuando afirmó que no perse-

guiría a los corruptos, porque no es vengativo, quedó 
evidente que la cruzada contra la corrupción sería una 
acción selectiva, y de utilidad política. 

El líder único de Morena dice que la corrupción se com-

bate de arriba para abajo, como se barren las escaleras. 
Que lo más importante es capturar a los peces gordos, 
a los machuchones, y no como antes que se perseguía a 
los chivos expiatorios. 

Pero como presidente de la república se ha dedicado a 
denunciar, sin comprobar sus dichos, a los que consi-
dera corruptos, pero éstos se ubican en la escala baja 
de la escalera. Usa la lucha contra la corrupción como 
bandera para atacar a sus enemigos, en especial a las 
organizaciones sociales y a los grupos organizados 
de la sociedad civil que no son aliados de Morena. No 
persigue los casos que la Auditoría Superior de la Fede-

ración ha documentado, como la estafa maestra o la 
corrupción con Pemex-Odebrech. Con esa injustificada 
actitud ataca a las pequeñas empresas organizadas 
como estancias infantiles, y a los refugios de atención 
a las mujeres violentadas. Su propósito es quitarles los 
recursos públicos ya autorizados.

En lucha contra el robo de gasolinas el presidente de 
la república había denunciado la existencia de altos 
funcionarios de Pemex como integrantes de una red de 
huachicoleo. Hasta hoy no se ha formulado acusación 
por parte de la Fiscalía General de la República con-

tra los involucrados en la firma de contratos lesivos al 
patrimonio de Pemex y de la Comisión Federal de Elec-

tricidad, ni siquiera a los tan vilipendiados corruptos 
que supuestamente participaban en la construcción del 
NAIM. Los únicos que han sido afectados por la lucha 
contra la corrupción son los de abajo, y con la gravedad 
de que a nadie se la ha comprobado estar involucrado 
en caso de corrupción. 

Por las acciones adoptadas y las que no se han adop-

tado se puede afirmar que la lucha contra la corrupción 
tiene un claro sentido político. Dejada en manos del 
presidente de la república éste la aplica de acuerdo a 
sus intereses políticos, centrados en ampliar sus alian-

zas políticosociales y en liquidar a sus enemigos.

Durante la campaña fue evidente que los corruptos 
podían sacudirse de esta culpa con sólo decidirse apo-

yar al candidato presidencial de Morena. Éste adoptó un 
papel misericordioso pues con su asentimiento conver-
tía en buenos a los corruptos, golpeadores, explotadores, 
extorsionadores. Aliarse con Morena y su candidato era 
suficiente para que los indeseables pudieran curar sus 
pecados y borrar su negro pasado, para convertirse en 
promotores de la 4T. Recuérdese los casos de Elba Esther 
Gordillo, Carlos Romero Deschamp, Manuel Bartlet 
Díaz, Napoleón Gómez Urrutia, etcétera. 

El combate a la corrupción no será efectivo mientras se 
siga con el esquema de decisiones presidenciales, por 
esta razón, el PRD lo ha planteado como una acción de 
estado llevada a cabo con Fiscalías autónomas, y un sis-

tema nacional anticorrupción ajeno a los intereses del 
poder ejecutivo, y garante del respeto de las leyes e ins-

tituciones de la república.

El blindaje popular del presidente

Es importante reconocer que Andrés Manuel López 
Obrador goza de una amplia confianza ciudadana. Y, 
que ésta le otorga, sin titubeos, el derecho de la duda 
en todas sus acciones de gobierno.  Por eso las críticas 
que se le dirigen no afectan su popularidad. La alta 
credibilidad que goza ante la ciudadanía, también está 
influenciada por el discurso presidencial que sistemá-
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ticamente recuerda a la ciudadanía que el gobierno 
mantiene su compromiso de trabajar para mejorar la 
situación económica de las mayorías.

Se puede afirmar que hasta ahora el presidente de la 
república se encuentra blindado a las críticas, por más 
evidentes que sean los datos que alimentan las opinio-

nes adversas a su gobierno. Los mismos errores del 
gobierno o de los miembros del gabinete presidencial 
pasan sin cuestionamientos de parte de los seguidores 
de López Obrador.

Esto es lo que sucedió ante la falta de cumplimiento de 
su promesa de bajar el precio de las gasolinas. Es más, 
sus seguidores aceptan la incongruente explicación de 
que el aumento del precio de los combustibles, no son 
gasolinazos, sino ajustes de precio. Efectos simulares 
tuvo la falta de transparencia de parte de la Secretaria 
de Gobernación y del Secretario de Comunicaciones al 
ocultar en sus declaraciones patrimoniales sus respec-

tivas propiedades en los Estados Unidos. 

Lo mismo ha pasado con el incumplimiento de la pro-

mesa de acabar con el amiguismo, el nepotismo y el 
tráfico de influencias. El mismo López Obrador en su 
afán por controlar al poder judicial propuso como can-

didatas para sustituir a una ministra de la Suprema 
Corte de Justicia que se retira, una terna de tres con-

notadas abogadas leales a su persona. La prioridad de 
López Obrador fue la esposa José María Riobóo, su 
contratista privilegiado y asesor en la construcción del 
aeropuerto de Santa Lucía. La nueva ministra,  en su 
carácter de presidenta del Tribunal de Justicia Admi-

nistrativa de la Ciudad de México, contribuyó a que 
López Obrador como Jefe de Gobierno de la Ciudad de 
México ganara varias controversias administrativas.

La ciudadanía tampoco cuestiona la adjudicación de 
contratos de compra y de construcción sin pasar por 
las licitaciones públicas, como prometió al principio 
de su administración. Según datos de Mexicanos Con-

tra la Corrupción y la Impunidad (MCCI) 8 de cada 

10 contratos públicos han sido otorgados por adjudi-
cación directa, sin competencia entre los proveedores. 
Dos ejemplos, con la adjudicación directa se asignaron 
contratos por 100 millones de pesos para realizar los 
estudios y el Plan Maestro del tren Maya, y los que se 
asignaron para la compra de 571 pipas para el transporte 
de combustible, adquiridas por 85 millones de dólares.

Sin duda la popularidad del presidente de la república 
se fortaleció con las medidas que tendrán impacto 
positivo en el bienestar de las y los mexicanos, y con 
las simbólicas que se encaminan a generar la percep-

ción de cambio. Especial impacto positivo tendrán los 
programas sociales que se calcula impactarán a 26 
millones de mexicanos, y el 16 por ciento de aumento 
al salario mínimo para llevarlo a 102 pesos por ocho 
horas de trabajo al día. 

Respecto a los programas sociales es importante des-

tacar que el modelo de organización sustentado en el 
Padrón del Bienestar, realizado ilegalmente mediante 
la coordinación de los activistas de Morena, y que uti-
lizará tarjetas bancarias para asignar los recursos, y 
eliminar toda organización intermedia, tiene el pro-

pósito de establecer una relación directa del presidente 
con los beneficiarios de sus programas sociales. Esta 
nueva estructura organizativa servirá para ampliar la 
base social electoral que se buscará movilizar en favor 
de Morena en las futuras elecciones.

¿Hasta cuándo se mantendrá el beneficio de la duda? 
¿Cuánto tiempo de gracia tiene el gobierno actual para 
mantener sus altos índices de popularidad? No se sabe. 

Pero las raquíticas perspectivas de crecimiento, el cual 
seguirá los mismos niveles del decretado desaparecido 
neoliberalismo, complicará la recaudación de impues-

tos, y la creación de empleos, y si a ello se suma el que 
los índices de inseguridad sigan creciendo y el combate 
a la corrupción no afecte a los machuchones, ese bene-

ficio de la duda puede disminuir, y con ello la misma 
popularidad de López Obrador.
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Por Rebeca Becerril Ovando y

Melissa Suzuki Blanco Martínez

C
uando queremos apoyar o integrarnos a una 
lucha o causa política, el primer paso es identificar 
las organizaciones y colectivos que comulgan 

con ellas; el segundo, interesarnos o participar, desde 
Facebook, en uno de sus eventos: marchas, conciertos, 
conferencias; el tercero es formar parte de un colectivo 
o comenzar el nuestro; y, el cuarto, generar comunidad 
y articular acciones desde las redes digitales o desde 
las propias realidades locales. Todo eso demanda lide-

razgo, organización política y trabajo constante. Ante 
ello, miramos nuestra situación como trabajadoras 
informales o como estudiantes sin recursos. Obser-

vamos que nuestro ingreso es insuficiente y nos 
damos cuenta que nuestras actividades productivas 
rebasan cualquier intento de participación política. 
Al final, nos percatamos que las ganas de querer 
cambiar al país se quedan en buenas intenciones y 
terminamos por regresar al evento organizado en 
Facebook, a cambiar el botón de “participar” a un, 
menos optimista, “me interesa”.
Somos una juventud con un compromiso parcial ante 
las causas, vamos de una agenda política a otra con 

toda flexibilidad, como sostienen los investigadores 
Martín Echeverría y Rubén Reyes. Estamos interesados 
en luchas concretas —el medio ambiente, la defensa de 
los derechos de los animales, los derechos de los pue-

blos indígenas, etcétera—, pero también efímeras y con 
escaza incidencia en los problemáticas estructurales 
que afectan nuestro propio desarrollo —los derechos 
educativos y laborales, por ejemplo—. Nuestra partici-
pación aunque resulta puntual, se mantiene inestable y 
efímera, cambia con la misma facilidad en que modifi-

camos nuestro estado en Facebook.

Esta ciudadanía agotada en esfuerzos emergentes tiene 
como referencia una concepción individualista de la 
transformación social. Pensamos que los derechos 
sociales y la movilidad ascendente se obtienen a partir 
de los recursos propios y capacidades, y no mediante 
la participación en la política tradicional1 Pese a ello, 
aunque la percepción sobre la dinámica de la participa-

ción juvenil construida en el plano individual sea una 
generalidad, no es una norma. 

En la última década, una base importante de las juven-

tudes en nuestro país se ha organizado en movimientos 
1 Echeverría M., Reyes R. y Sabido A. (2017). Jóvenes y Política ¿Hacia una 
nueva cultura democrática? México: Instituto Nacional de Investigación, 
Formación Política y Capacitación en Políticas Públicas y Gobierno PRD.



21

 / marzo 2019

ANÁLISIS Y DEBATE

políticos y sociales que han logrado articular esfuerzos colectivos, les 
han permitido salir de su propia zona de confort —limitada al activismo 
expresado en una sola marcha o un concierto—,  y, en muchos de los casos, 
han ido más allá de una ciudadanía que se considera de segunda clase .2

Así, este artículo es una reflexión en torno a tres movimientos mexica-

nos que permiten problematizar la acción juvenil colectiva y la forma 
en que, de manera intermitente o continua, reivindican sus demandas y 
dan respuesta a problemas urgentes. Para el análisis se recurrirá al ins-

trumental teórico ofrecido por Martín Echeverría Victoria, Rubén Reyes 
Ramírez y Arcadio Sabido Méndez en el libro Jóvenes y Política ¿Hacia 
una nueva cultura democrática?, publicado por el Instituto de Formación 
Política del PRD en 2017.

2 Ibíd.

La despenalización del aborto 

en la Ciudad de México5

La lucha de las mujeres jóvenes por 
despenalizar el aborto en México y 
en América Latina da cuenta de una 
ciudadanía con un grado avanzado 
de desarrollo. La participación polí-
tica de las mujeres se ha basado en 
intereses de largo aliento que no se 

acotan sólo al derecho a decidir y 
tener un aborto libre y seguro, sino 
que se enmarcan en la transforma-

ción misma de sus condiciones de 

desigualdad vividas históricamente. 
La identidad política de las femi-
nistas se ha fincado en sentido de 

5 Ubaldi N. (2008). El proceso de 
despenalización del aborto en la Ciudad de México. 
México: Grupo de Información de Reproducción 
Elegida A. C. Recuperado de: https://gire.org.mx/
wp-content/uploads/2016/08/ProcesoDespena_
TD7.pdf

Los 43 normalistas 

La noción sobre la condición juvenil tradicionalmente construida en 
occidente, tiene una estrecha relación con la rebeldía, la subversión, el 
pensamiento crítico y, sobre todo, las conductas antisistémicas. Esta 
percepción de una ciudadanía afectiva apoyada en emociones juveniles 
polarizadas, que “van de la euforia al desánimo y evocan sensaciones de 
optimismo o escepticismo”3, fue el eje rector de la movilización alrededor 
de la desaparición de los 43 alumnos en Iguala, Guerrero. 

Esta organización integrada por colectivos, asociaciones civiles y estu-

diantes jóvenes, sentó su polo expresivo, al igual que otros movimientos, 
en la marcha, y mostró desde diferentes aristas su “énfasis en el estilo 
revolucionario, corpóreo y estético de la rebelión”4, que en gran medida 
expresa el enojo y descrédito generalizado entre los jóvenes hacia la polí-
tica tradicional y las instituciones. 

Además traía a la memoría desde Tlatelolco en 1968 y el Casco de 
Santo Tomas en 1971 hasta la historia reciente; la indignación ante las 
violaciones a los DDHH (Derechos Humanos) y la desaparición for-

zada que configuró en el #TodosSomosAyotzinapa. Este movimiento 
que situaba como antagonista al Estado, refrendaba su desconfianza 
en las instituciones con una excepción: las instituciones de educación 
superior, que fueron los principales espacios de organización de la 
acción colectiva juvenil.
3 Ibíd.
4 Ibíd.

pertenencia a una comunidad polí-
tica, la de las mujeres, que encuentra 
en años recientes el punto cúspide 
de visibilización de una lucha que 
comenzó el siglo pasado. 

La articulación de sus acciones 

mediante organizaciones de la 
sociedad civil se ha encaminado 
hacia la configuración de la concep-

ción de esta práctica de un delito a 
un derecho, enlazado a las políti-
cas públicas de salud.  De entre las 
iniciativas de la sociedad civil en 

este tema han destacado: Red por la 
salud de las mujeres en 1989, Acceso 
a la justicia para las mujeres en 1999, 

Participación de 
los jóvenes, inestable 

y efímera
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y las que han ganado mayor visibilidad en años recientes, Católicas por el 
Derecho a Elegir y GIRE (Grupo de Información y Reproducción Elegida). 

No obstante, pese a los avances alcanzados en la Ciudad de México, a dife-

rencia de los retrocesos en el resto del país, y ante un escenario persistente de 
consultas en detrimento de las decisiones de incidencia pública basadas en 
criterios pertinentes,  mantienen la vigencia de la consigna: “La interrupción 
legal del embarazo es un derecho y no va a consulta”; y de la necesidad del 
contrapeso que representa la articulación política de las juventudes.

El 19 S y su despolitización cívica

Si hay un movimiento en el que se complejice la dimensión colectiva 
de los sujetos juveniles, es éste, pues en alguna medida representó una 
“despolitización altamente cívica”6 al ser parte una causa cuya urgencia 
demandaba acción inmediata. Este fenómeno, naturalmente, puso en el 
centro del debate la eclosión de una ciudadanía juvenil que, desencantada 
de los asuntos políticos —despolitizada—, tenía un alto grado de compro-

miso para movilizar y llevar ayuda humanitaria de manera oportuna a los 
damnificados del sismo (una causa cívica).  

Incluso, cuando se echó a andar la plataforma Verificado 19S, la estruc-

tura de comunicación en red y los esquemas horizontales de organización 
daban la idea del ejercicio de una “democracia ‘de pares’ a menor escala”, 
es decir, reducido a los espacios de trabajo de una iniciativa, que impul-
sada por una comunidad de jóvenes, era proclive a ser un proyecto cerrado 
en sí mismo, pero que logró llevar su sistema de constatación y gestión de 
datos (fact cheking) a un plan de largo alcance de respuesta ciudadana 
inmediata ante la crisis que se vivió durante el sismo.

6 Íbid.

Comentarios finales

Las diferentes perspectivas desde 
las que debe pensarse la participa-

ción política de las personas jóvenes 
en la Ciudad de México, permiten 
entender un fenómeno complejo 
que no se agota en una sola forma 

de participación. Esto permite 
replantearse las concepciones tra-

dicionales sobre cómo debe hacerse 
la política, e incluso demuestra la 
importancia de salir del molde de 
las generalizaciones que encasillan 
a las juventudes en una subjetividad 
política inacabada. 

Al hacer este recorrido, es posible, por 
un lado, reconocer (reconocernos) el 
papel de la participación juvenil en 
la construcción de un estado demo-

crático, y, por el otro, conformar una 
agenda juvenil que en términos prác-

ticos contribuya a desarrollar una 
agencia real de los jóvenes y que los 
lleven a tener incidencia en “trans-

formaciones estructurales amplias 
y que prioricen la acción inmediata, 
orientada a la resolución pronta 
y efectiva de las situaciones que 
enfrentan aquí y ahora”7.

Fuentes de consulta

Echeverría, M; Reyes, R y Sabido, A. (2017). 
Jóvenes y Política ¿Hacia una nueva cultura 
democrática?,  México: Instituto Nacional de 
Investigación, Formación Política y Capacitación 
en Políticas Públicas y Gobierno PRD. México.
Ubaldi N. (2008). El proceso de despenalización 
del aborto en la Ciudad de México. México: Grupo 
de Información de Reproducción Elegida A. C. 
Recuperado de: https://gire.org.mx/wp-content/
uploads/2016/08/ProcesoDespena_TD7.pdf 

7 Íbid.
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Por Arturo Pontifes1

S
in duda se trata de un encabezado magnífico por 
el periodo de medio milenio y grandilocuente, por 
hacer alusión al primer Ayuntamiento de relevancia 

que, a la postre, se multiplicaría por miles en el territorio 
de la Colonia Española y, ulteriormente a ésta en las 
distintas naciones que forman el continente americano.

La importancia del hecho y su conmemoración como 
punto de partida de la conquista de pueblos, territorios 
y culturas autóctonas, es una declaración de una fun-

dación basada en la imposición militar y como recurso 
del “derecho natural”, para poder asignar a la capitanía 
general de Hernán Cortés, la legítima representación 
de la corona española en la apropiación de todas aque-

llas tierras y dominio sobre los habitantes que fuera 
capaz de anexar a la misma.

Fundado en 1519, el municipio fue concomitante y no 
lo fundamental en aquel Ayuntamiento de la Villa 
Rica de la Veracruz,  ya que lo que realmente tras-

ciende para el movimiento de conquista es la figura 
del Cabildo y lo que representó su gobierno; sobre 
todo en cuanto a sus atribuciones para expedir los 
nombramientos y las encomiendas de la Conquista a 
la avanzada militar española.

El municipio, en ese primer avistamiento, sirvió de 
soporte jurídico de la apropiación española del territo-

rio continental, a la usanza y amparo de las Bulas del 
Papa Alejandro VI expedidas en 1493 para otorgar a la 
Corona Española el dominio de las tierras descubiertas 
en el continente americano.

1 Especialista en Administración Pública Municipal

De esa época en adelante, fue empleado como 
fórmula política, más que como célula de ges-

tión económica y social, según se evidencia en los 
siguientes hechos jurídicos:

• El uso del municipio durante toda la colo-

nia como fórmula de estratificación de los derechos 
de españoles y criollos y la población autóctona, con 
los llamados municipios españoles y municipios de 
indios (con derechos diferenciados y más limitados 
para los segundos).

• Durante la colonia, los cargos municipales más 
importantes son reservados para peninsulares, descen-

dientes de conquistadores y primeros pobladores; los 
criollos fueron relegados a cargos de menor relevancia.

• La defensa e invocación del poder soberano 
del Estado Español, se presentó por parte de algunos 
municipios de la Nueva España, ante la Abdicación de 
Fernando VII en 1808 a favor de Napoleón Bonaparte 
(quien cedió el trono su hermano José).  

• Defensa del Estado Español ante la interven-

ción napoleónica; establecimiento de las Cortes en la 
Constitución Política de Cádiz  en 1812 y la inclusión 
de un apartado específico para el gobierno local (Título 
VI del gobierno interior de las provincias y de los pue-

blos); junto con el establecimiento de las Diputaciones 
Provinciales para integrar representantes territoria-

les en las Cortes, asignación de atribuciones para los 
municipios (artículo 321) y la adopción de la figura del 
Jefe Político, como autoridad jerárquica superior de los 
ayuntamientos.
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• Movimiento de Indepen-

dencia y participación de personas 
criollas con antecedentes o en fun-

ciones de cargos municipales. 1810 
– 1821.

• Promulgación de la Cons-

titución Política de 1824, con la 
omisión de un Título dedicado a la 

organización del régimen munici-
pal. 

• Durante el primer régi-
men centralista, en la Sexta Ley 
Constitucional, se instituyen bases 
constitucionales dedicadas al muni-

cipio y se instituye el cargo de 
prefecto para el control de los ayun-

tamientos (1836).

• La restauración del Federa-

lismo 1846-1852, devuelve la vigencia 
a la Constitución de 1824, pero no 
suprime el cargo de prefectos.

• En el segundo régimen cen-

tralista, a partir de 1852 se relegó 
a los ayuntamientos de cualquier 
actividad política, desempeñando 
únicamente las atribuciones admi-
nistrativas asignadas por parte del 
gobierno central.

• En la Constitución Política 
de 1857 que restablece el federa-

lismo se instituye el artículo 40 que 
determina la forma de gobierno 
republicano y federal y su inte-

gración por estados libres y 
soberanos; sin embargo no se 
establece en la misma ninguna 
disposición que clarifique las 
competencias del municipio.

• Durante el imperio de 
Maximiliano de Habsburgo 
(1863 a 1867), se instituyen por 
medio del Estatuto Provisional 

del Imperio, las denominadas 
las prefecturas imperiales a 
cargo de Departamentos; las 
subprefecturas, encabezando 
Distritos y dependiendo de estos 
a los Ayuntamientos. Los alcal-
des fueron nombrados entonces 
por los Prefectos.

• En el periodo de res-

tauración de la República se 
restablece la Constitución de 1857, 
se instituyen las llamadas Leyes 
de Reforma y se crean los estados 
de Campeche, Coahuila, Hidalgo 
y Morelos. No se dan atribuciones 
al municipio.

• Aun cuando la Cons-

titución de 1857 no instituye o 
reconoce las figuras de prefectura 
ni de jefatura política, durante el 
porfiriato estados como Guerrero 
las mantuvieron en sus Consti-

tuciones y Porfirio Díaz hizo uso 
de las mismas como el principal 
medio de control de municipios y 
gobiernos estatales.

• El movimiento revolucio-

nario de 1910 adopta como uno de 
sus lemas el de “Municipio Libre”, 
aludiendo una consigna contra la 

tiranía de las jefaturas políticas.

• La Constitución Política de 
1917 reconoce la personalidad ins-

titucional y jurídica del municipio, 
equiparando su autonomía al con-

cepto Municipio Libre, por lo cual 
le otorga atribuciones propias y una 
hacienda pública en un Título  “V” 
Constitucional.

• El municipio se utiliza 
como medio para otorgar el dere-

cho al sufragio para las mujeres en 
comicios municipales en 1933.

• Los derechos urbanísticos 
municipales se otorgan a los ayun-

tamientos en 1976.

• La reforma política de 1977 
retoma al municipio para instituir 
los cargos edilicios de representa-

ción proporcional (únicamente para 
regidores).

• La Reforma municipal 
de 1983 se reconoce como la más 
importante reforma constitucio-

nal que provee al municipio de 
distintas competencias y bajo el 
concepto de descentralización de 
atribuciones del estado a los ayun-

tamientos. (Personalidad jurídica 
plena; facultad reglamentaria; facul-
tades urbanísticas, atribuciones en 
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materia de servicios públicos; clarificación de fuentes de ingresos; libertad 
hacendaria; asociacionismo municipal; participación de los municipios en 
la planeación regional; mando de la fuerza policial municipal; y derechos 
laborales de los trabajadores al servicio del municipio, entre otras).

• La Reforma constitucional de 1987 separa las atribuciones de los 
estados que figuraban en el artículo 115, trasladándolas al artículo 116.

• La Reforma constitucional de 1999 clarifica el carácter de órgano de 
gobierno del ayuntamiento; determina el ámbito material de las leyes desti-
nadas al municipio y la sujeción de los reglamentos municipales a las mismas; 
previene que en materia de patrimonio y asuntos o casos que se excedan del 
periodo de gobierno, deban ser aprobados por las dos terceras partes del 
cabildo; determina previsiones para que las leyes municipales establezcan 
normas de regulación de convenios con otras instancias de gobierno para la 
prestación de servicios públicos y otros asuntos, así como para que el gobierno 
del estado deba asumir la prestación de determinados servicios municipa-

les; señala los casos en que las leyes estatales actúen de manera supletoria 
a bandos y reglamentos en los municipios que no tengan expedidos dichos 
ordenamientos; establece precisiones en materia de diversos servicios públi-
cos, así como el refrendo del mando de la fuerza pública municipal a cargo 
del Presidente Municipal, identificando  los casos en que esta deba ser diri-
gida por parte del gobernador del Estado; señala distintas atribuciones que 
fortalecen la hacienda municipal; considera atribuciones para que los muni-
cipios participen en la planeación territorial y ordenamiento ecológico de sus 
centros de población; habilita la intervención de autoridades municipales en 
la formulación y aplicación de programas de transporte público; y otorga al 
municipio la capacidad de celebrar acuerdos con la federación para la admi-
nistración y custodia de zonas federales.

• La Reforma judicial de 1994, reconoce al municipio como poder 
político al instituir en el artículo 105 al municipio como contraparte de 
controversias constitucionales con otros poderes federales y estatales, con 
excepción de aquellas que tengan un carácter electoral.

• La Reforma Constitucional 
de 2001 otorga atribuciones a las 
comunidades indígenas para aso-

ciarse y celebrar convenios entre 
sí, en el ámbito municipal (último 
párrafo, fracción III, artículo 115).

• La Reforma Constitucio-

nal de 2008, ordena que el mando 
de la fuerza pública municipal se 
lleve a cabo de conformidad con lo 
que establezca la Ley de Seguridad 
Pública Estatal que corresponda 
(fracción VII, artículo 115).

• La Reforma Constitucional 
de 2009, prevé que los presupuestos 
municipales contengan la informa-

ción de los tabuladores de sueldos de 
las personas al servicio del munici-
pio (penúltimo párrafo de la fracción 
IV, artículo 115).

Municipios y sus 
capacidades han 

sido rebasadas por 
fuerzas fácticas



26

 / marzo 2019

ANÁLISIS Y DEBATE

• La Reforma Constitucional de 2014, establece la posibilidad de 
que las autoridades municipales se reelijan por una vez, en el periodo 
inmediato posterior al ejercicio de un cargo dentro del ayuntamiento 
(segundo párrafo, fracción I, artículo 115).

•  La Reforma Constitucional de 2016, establece que la jurisdic-

ción sobre los bienes inmuebles federales existentes en un municipio sea 
ejercida por parte de autoridades federales; y genera el cambio de la deno-

minación del Título V, incluyendo, además de los estados a la Ciudad de 
México. (último párrafo, inciso i), fracción V, artículo 115 y Encabezado del 
Título V, respectivamente).

Vista esta breve cronología cabe preguntarse: ¿qué tanto se ha avanzado 
en la evolución institucional del municipio?

Sin entrar en regateos de la magnanimidad de las reformas constitucio-

nales y sus aciertos, como ocurre en el caso de la libertad hacendaria o en 
la reelección de sus autoridades; los hechos hablan por sí mismos. En este 
espacio y para no cerrar con aires triunfalistas ni celebraciones fatuas, se 
aportan algunos datos que permitirán al lector reflexionar de qué ha ser-

vido esta arquitectura jurídica.

La información que se presenta fue extraída de los datos tabulados 2015, 
de las finanzas estatales y municipales, publicados por el INEGI, así como 
de la Ley del Presupuesto de Ingresos de la Federación del año 2015.

La dependencia financiera de los estados con respecto a la federación es 
del 84 por ciento del total de sus ingresos.

La dependencia financiera de los municipios con respecto a la federación 
es del 71.6 por ciento del total de sus ingresos. 

Desde hace 30 años no tiene se tiene un verdadero programa de forta-

lecimiento de los municipios y sus capacidades han sido rebasadas por 
fuerzas fácticas, dejando a la sociedad sin la oportunidad de tener entor-

nos promisorios.

Desde esta perspectiva en 500 años hay muy poco que celebrar.
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Morelos Se declaró el 10 de agosto de 2015 para 8 municipios: 
Cuautla, Cuernavaca, Emiliano Zapata, Jiutepec, Puente 
de Ixtla, Temixco, Xochitepec y Yautepec.

Nayarit Se declaró el 4 de agosto de 2017 en 7 municipios: Aca-

poneta, Bahía de Banderas, Del Nayar, Ixtlán del Río, 
Santiago Ixcuintla, Tecuala y Tepic. Asimismo, establece 
acciones específicas para los municipios con predominan-

te población indígena: Del Nayar, La Yesca y Huajicori.

Nuevo León Se declaró el 18 de noviembre en 5 municipios del es-

tado: Apodaca, Cadereyta Jiménez, Guadalupe, Juárez y 
Monterrey.

Quintana 

Roo:

Se declaró el 7 de julio de 2017 en 3 municipios: Benito 
Juárez, Cozumel y Solidaridad. Asimismo, requiere ac-

ciones específicas para el municipio de Lázaro Cárdenas, 
municipio de población indígena.

San Luis 

Potosí
Se declaró el 21 de junio de 2017 en 6 municipios: Ciudad 
Valles, Matehuala, San Luis Potosí, Soledad de Graciano 
Sánchez, Tamazunchale y Tamuín.

Sinaloa Se declaró el 31 de marzo de 2017 en 5 municipios: Aho-

me, Culiacán, Guasave, Mazatlán y Navolato.

Veracruz Se declaró el 13 de diciembre de 2017 por agravio com-

parado a los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial

Zacatecas Se declaró el 7 de agosto de 2018 en 10 municipios:

Calera, Fresnillo, Guadalupe, Jerez, Jalpa, Juan Aldama, 
Ojo Caliente, Panuco, Pinos, Sombrerete, Zacatecas.

Oaxaca Se declaró el 1 de septiembre de 2018 en 40 municipios

La alerta, como su nombre lo indica, es para que las 
autoridades de los distintos niveles de gobierno y la 
ciudadanía tomen conciencia de la violencia ejercida es 
su territorio en contra de las mujeres y niñas, esto con 

Por Alma Arámbula 1Reyes

L
as alertas son un mecanismo implementado por el gobierno mexicano con el fin de enfrentar y erradicar la 
violencia feminicida en un  territorio determinado.2 Fue establecida en nuestro país en el año  2007.
Hasta la fecha se ha logrado este mecanismo, cumpliendo con lo establecido por la Secretaría de Goberna-

ción en 16 estados de nuestro país.3

1 Directora ejecutiva del Instituto de Formación Política del PRD
2 Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.
3 Instituto Nacional de las Mujeres, fecha de publicación 19 de octubre de 2018.

Colima Se declaró el 20 de junio de 2017 en 5 municipios: Colima, 
Coquimatlán, Cuauhtémoc, Tecomán y Villa de Álvarez.

Durango Se declaró el 7 de noviembre de 2018 en 16 municipios:

Gómez Palacio, Lerdo, Tlahualllo, Mapimi, Rodeo, Gene-

ral Simón Bolívar, Canatlán, Durango, Guadalupe Victo-

ria, Mezquital, Nombre de Dios, Poanas, Pueblo Nuevo, 
Santiago Papasquiaro, Tamazula, Vicente Guerrero.

Campeche Se declaró el 16 de noviembre de 2018 en 8 municipios::

Calakmul, Calkini, Campeche, Candelaria, Champotón, 

Escarcega, Hecelchakán, Hopelchen

Chiapas Se declaró el 18 de noviembre en 7 municipios: Comi-
tán de Domínguez, Chiapa de Corzo, San Cristóbal de las 
Casas, Tapachula, Tonalá, Tuxtla Gutiérrez y Villaflores. 
Asimismo, se implementaron acciones específicas para la 
región de los Altos de Chiapas, la cual incluye los mu-

nicipios de Aldama, Amatenango del Valle, Chalchihui-
tán, Chamula, Shanal, Chenalhó, Huiztán, Larráinzar, 
Mitontic, Oxchuc, Pantelhó, San Cristóbal de las Casas, 
San Juan Cancuc, Santiago El Pinar, Tenejapa, Teopisca 
y Zinacantán.

Estado de 

México
Se declaró el 31 de julio de 2015 en 11 municipios: Eca-

tepec de Morelos, Nezahualcóyotl, Tlalnepantla de Baz, 
Toluca de Lerdo, Chalco, Chimalhuacán, Naucalpan de 
Juárez, Tultitlán, Ixtapaluca, Valle de Chalco y Cuautitlán 
Izcallí.

Guerrero Se declaró el 22 de junio de 2017 en 8 municipios: Aca-

pulco de Juárez, Ayutla de los Libres, Chilpancingo de 
los Bravo, Coyuca de Catalán, Iguala de la Independen-

cia, José Azueta, Ometepec y Tlapa de Comonfort.

Michoacán Se declaró el 27 de junio de 2016 para 14 municipios: 
Morelia, Uruapan, Lázaro Cárdenas, Zamora, Apatzingán, 
Zitácuaro, Los Reyes, Pátzcuaro, Tacámbaro, Hidalgo, 
Huétamo, La Piedad, Sahuayo y Maravatío.
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el propósito de que se generen las condiciones óptimas 
para garantizarles una buena calidad de vida.

Los Derechos Humanos de las mujeres se ven afecta-

dos por la violencia, la cual no les permite gozar de una 
vida con dignidad. Todos los derechos humanos debe-

rían ser abordados como una política de Estado.

De igual manera, en el marco de los Objetivos de Desa-

rrollo Sostenible, impulsados por la ONU, estas alertas 
de género, establecidas por México, atienden uno de los 
objetivos globales que fueron adoptados como parte 
de una agenda sostenible el 25 de septiembre de 2015, 
denominados Agenda 2030, establecidos por la mima 
organización internacional, en específico el objetivo 5, 
que mandata: “Lograr la Igualdad entre los géneros y 
empoderar a todas las mujeres y las niñas”.

Las Alertas de Violencia de Género contra las Mujeres 
en México (AVGM) desde su creación han permitido 
la visibilización de un problema grave que enfrenta la 
sociedad, pero sigue presentado problemas estructura-

les que no permiten el funcionamiento integral de estas 
alertas, ya que son problemas de tipo cultural, social, 
político, educativo y familiar, y favorecen la discrimi-
nación por razones de género.

Las alertas son fundamentales para la protección de 
las mujeres, pero de nada sirven si no son acompaña-

das por programas integrales de igualdad, generadas 
en los municipios, delegaciones y oficinas públicas; es 
decir, la prioridad de los estados debe ser: vencer la 

violencia de género, el mejoramiento de la calidad de 
vida de las mujeres, y sólo podría lograrse, a través de 
mecanismos educativos, la importancia de sensibilizar 
a nuestros gobiernos locales, sobre este tema que crece, 
un tema que con los años va ganando fuerza, la vio-

lencia hacia las mujeres y niñas desgraciadamente no 
sede, al contrario, va ganando territorio.

Para que las alertas funcionen se debe de contar con 
políticas públicas y acciones de gobierno efectivas, 
direccionadas, sistematizadas y evaluadas, acciones 
firmes y estructuradas que permitan hablar de dere-

chos hacia las mujeres, lo cual implica que el Estado 
otorgue las garantías pertinentes para la realización 
de que las mujeres vivan sin violencia; fortalecer los 
institutos e instancias relacionadas a problemáticas 
específicas de las mujeres; lograr una capacitación y 
formación continua de funcionarios con perspectiva de 
género y derechos humanos, así como sensibilización 
y capacitación constante de funcionarios públicos en 
todas las instancias.

Es útil mencionar la importancia de no sólo atender la 
problemática ya visibilizada en los estados. Una cultura 
de prevención ayudaría a bajar los niveles de violencia  
que se viven en nuestro país, si tan sólo las escuelas en 
todos sus niveles educativos contaran con una campaña 
permanente para cambiar los roles sociales y culturales 
de los educandos, promoviendo comunidades educati-
vas, cultura a la no violencia, a la tolerancia, revisión y 
estudio de los derechos humanos como lo mandata la 
ONU con sus objetivos de desarrollo sostenible, dise-

ñando así estrategias transversales educativas.

Lo anterior se logrará, sólo si los gobiernos se compro-

meten a fortalecer las instituciones con presupuestos 
que permitan la ejecución de políticas públicas con 
perspectiva de género, estableciendo propuestas fuer-

tes, voluntades políticas y un mapeo real y absoluto de 
las violencia de género que se ejerce en entidad, en sus 
municipios, en sus localidades, nos encontramos ante 
un problema grave de desigualdad y discriminación, 
que poco a poco se va visibilizando, ahora sólo es cues-

tión de actuar.

Derechos humanos deberían 
ser abordados como una 

política de Estado
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Por Manuel Cifuentes Vargas1

Esto es lo que la ciudadanía lee y opina, de los partidos políticos

En los medios de comunicación tradicionales, ya sea en la prensa escrita, 
en la radio, en la televisión, en revistas, así como a través de otros instru-

mentos y mecanismos de más reciente invención como las redes sociales, 
constantemente se está señalando el deterioro que han sufrido los parti-
dos políticos en la percepción de la gente. 

Los mensajes, dependiendo de la fuente que genera la información, segu-

ramente las más de las veces lo hacen con buena intención informativa, 
aunque también hay algunos de mala lid, esto tiene varias aristas, por 
ejemplo, mencionar los abultados montos de multas impuestas a los par-

tidos políticos por irregularidades en procesos electorales, en el gasto 
ordinario, así como en el gasto etiquetado; en otras se imputa a los par-

tidos de obstruir la fiscalización de los mismos por incumplimientos de 
éstos en sus operaciones; se puntualiza que en los sondeos que se realizan, 
los partidos políticos son los que menos confianza inspiran; se acusa de 
opacidad en su operación a estos institutos políticos; también se le culpa y 
se les califica de tramposos y, en ocasiones, hasta con palabras más fuer-

tes se les señala como “escuela de rateros”, argumentando que en ellos se 
forjan y aprenden la manera de realizar “… actos nada éticos y fuera de la 
ley, y escalan puestos en la política”. Esto es lo que comúnmente la gente 
lee y, por lo mismo, replica y opina de los partidos políticos y de la clase 
política. Casi siempre puras notas negativas. 

¿Pero son totalmente ciertos todos estos señalamientos? Si bien es cierto 
que, como reza el dicho popular, “de todo hay en la viña del señor”, como 
también lo hay en otros espacios de la vida de las sociedades, y en los que 
no, que lancen la primera piedra, debemos reconocer que ha habido con-

ductas negativas de algunos partidos políticos, así como malos políticos y 
gobernantes que no se han conducido con profesionalismo, eticidad, com-

promiso y apegados a la ley, decepcionando a la gente, pero igualmente 
es cierto que a veces son producto de campañas orquestadas exprofeso 
contra estos institutos políticos, en busca de otros fines, pues del mismo 
forma existen cosas positivas en ellos, aunque normalmente no llaman 

1 Tiene estudios de Licenciatura, Especialización, Maestría y Doctorado en Derecho, en la Facultad 
de Derecho. UNAM y titular de la Coordinación del Patrimonio y Recursos Financieros. 

la atención ni se toman en conside-

ración y, por ende, ni se difunden, 
quizás por considerar que no tienen 
algún atractivo desde la percep-

ción de los mencionados medios 

de comunicación, pero como decía 
un slogan de gobierno, “las buenas 
noticias, también son noticia”. 

Esto es lo que arrojan las 

encuestas en Latinoamérica y 

en México

Ahora bien, si consultamos el 
informe 2018 de “Latinobarómetro”, 
basado en sondeos que ha reali-
zado en los diversos países de esta 
región del Continente Americano, 
la confianza que se tiene en distin-

tos segmentos del quehacer público, 
es la siguiente:

1.- Confianza en instituciones 2018

Iglesia 63 por ciento; Fuerzas Arma-

das 44 por ciento; Policía 35 por ciento; 
Institución Electoral 28 por ciento; 
Poder Judicial 24 por ciento; Gobierno 
22 por ciento; Congreso 21 por ciento 
y Partidos Políticos 13 por ciento.

2.- Confianza en Congreso/Parla-

mento 1996-2018.

Uruguay 33 por ciento; Bolivia 28 
por ciento; Consta Rica 27 por ciento; 
Panamá 26 por ciento; Argentina 26 
por ciento; Paraguay 25 por ciento; 
Ecuador 25 por ciento; México 22 
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por ciento; Honduras 21 por ciento; Dominicana 20 por 
ciento; Venezuela 20 por ciento; Colombia 20 por ciento; 
Guatemala 17 por ciento; Chile 17 por ciento; Nicara-

gua 15 por ciento; Brasil 12 por ciento; Salvador 10 por 
ciento; Perú 8 por ciento y Latinoamérica en su conjunto 
el 21 por ciento.

3.- Confianza en los Partidos Políticos. 1996-2018

Uruguay 21 por ciento; Paraguay 21 por ciento; Ecua-

dor 18 por ciento; Costa Rica 17 por ciento; Colombia 
16 por ciento; Dominicana 14 por ciento; Venezuela 14 
por ciento; Chile 14 por ciento; Argentina 14 por ciento; 
Honduras 13 por ciento; Bolivia 12 por ciento; Panamá 
12 por ciento; México 11 por ciento; Guatemala 11 por 
ciento; Nicaragua 10 por ciento; Perú 7 por ciento; Brasil 
6 por ciento; El Salvador 6 por ciento y Latinoamérica 
en general el 13 por ciento.

4.- Confianza en el Gobierno 1996-2018

Uruguay 39 por ciento; Chile 38 por ciento; Costa Rica 33 
por ciento; Bolivia 33 por ciento; Paraguay 26 por ciento; 
Honduras 25 por ciento; Ecuador 25 por ciento; Colombia 
22 por ciento; Argentina 22 por ciento; Dominicana 22 por 
ciento; Nicaragua 20 por ciento; Venezuela 17 por ciento; 
Panamá 16 por ciento; México 16 por ciento; Guatemala 
15 por ciento; Perú 13 por ciento; el Salvador 10 por ciento; 
Brasil 7 por ciento y Latinoamérica en global 22 por ciento.

¿Es verdad todo lo anterior?

La corrupción, dice Carlos Araya Guillen, “es un pro-

blema moral. Un problema del ser humano y de su 
presencia como ser social. Para bien o para mal, somos 
lo que hacemos todos los días. 

1.- Topes de gastos de campaña federal 2018

Tipo Precampaña Campaña No.candtos. Total
Presidente 67’222,417.00 429’633,325.00  1 496’855,742.00
Diputados  252,008.00  1’432,111.00 300 (MR) 505’235,700.00
Senadores 60’948,325.00  393’830,525.00  64 (MR) 454’778,850.00
Total 128’422,750.00 824’895,9561.00 365 1,456’870,292.00

2.- Financiamiento público para campaña federal 2018, por coalición

PRD 248’099,843.00 PRI 547’448,337.00 MORENA 207’457,219.00
PAN 413’959,570.00 PVEM 184’250,503.00 PT  118’422,174.00
MC  170’792,057.00 NUEVA ALIANZA 

132’257,500.00
PES 125, 479,420.00

Total 832’851,470.00    863’956,340.00     451’358,813.00

“El concepto viene del latín corruptio y consiste en 
‘dañar’ y transgredir los principios normativos de la 
conducta transparente. Por eso, el hombre corrupto 
viola la ley, las convenciones sociales, las tradiciones y 
los sentimientos más nobles de una sociedad. 

“El hombre corrupto es malo y perverso. Como decía 
el filósofo inglés del Siglo XVII, Thomas Hobbes (1588-
1679), homo homini lupus; locución latina que significa 
“el hombre es un lobo para el hombre” por su maldad 
interior”, concluye el autor en La corrupción humana del 

27 de febrero 2017. 

¿Las multas que reciben los partidos políticos, se 
originan por actos de corrupción?

Analicemos dos casos, para poder llegar a conclusiones 
lo más obetivas posibles.

Caso 1

Análisis de prerrogativas públicas y financiamiento pri-
vado, contra topes de gastos para campaña federal 2018.

Redes sociales 
evidencian el deterioro 
de los partidos polìticos
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3.- Financiamiento privado para partidos políticos 2018, por coalición federal

PRD   75’815,082.00 PRI  75’815,082.00 MORENA 75,815,082.00
PAN   75’815,082.00 PVEM 75’815,082.00 PT   75,815,082.00
MC   75’815,082.00 NUEVA ALIANZA 

75,815,082.00
PES   75’815,082.00

Total  227’445,245.00    227’445,245.00     227’445,245.00

4.- Financiamiento público y privado disponible para campañas federales 2018, por coalición federal

PRD   323’914,925.00 PRI  623’263,419.00 MORENA 283’272,301.00
PAN   489’774,652.00 PVEM 260’065, 585.00 PT   194’237,256.00
MC   246’607,139.00 NUEVA ALIAZA 208’072,582.00 PES   201’294,502.00
Total  1,060’296,715.00    1,091’401,585.00     678’804,058.00

5.- Insuficiencia de financiamiento público y privado, contra topes de gastos de campaña 2018 

Insuficiencia respecto de presupuesto

     PRD    COALICIÓN 
DISPONIBLE    323’914,925.00   1,060’296,715.00
POSIBLE   1,456’870,292.00   1,456’870,292.00

     -77.77 por ciento     -27.22 por ciento
  -1,132’955,367.00    -396’573,577.00

Reflexiones que se derivan

1.- ¿El financiamiento público para campañas es 
suficiente?

Parece que no. Sin embargo no pasa inadvertida la nece-

sidad de disminuir la carga financiera para el pueblo.

2.- ¿Los topes de gastos para campaña son reales y 
suficientes?

No sabemos. Estimamos que la autoridad no ha hecho 
un análisis para conocer a ciencia cierta su suficiencia.

3.- ¿El financiamiento privado es suficiente?

No es suficiente, porque además de tener otros meca-

nismos, debería existir la posibilidad de obtener mayor 
financiamiento privado, para disminuir la carga finan-

ciera al pueblo.

4.- ¿La devolución de los recursos no gastados, 
correspondientes a la actividad ordinaria, que servirían 

para generar reservas financieras de años no electorales, 
para ser ocupadas en años electorales, es procedente?

Creemos que no, porque los recursos no son suficientes 
y existe la necesidad de que los partidos políticos guar-
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den recursos del ordinario de años no electorales, para poder hacer frente 
al déficit de recursos para campañas de años electorales.

5.- ¿La devolución de los remanentes de campaña, es procedente?

Consideramos que no, porque incluso es una medida que limita la auto 
determinación de los partidos. Pues es claro que los recursos se deben 
invertir en campañas ganadoras y la medida dispuesta por la autoridad 
electoral, genera que los partidos políticos busquen agotar los recursos, 
aun cuando no se considere necesario, pudiendo reservar los mismos para 
elecciones futuras.

Caso 2

Normatividad que representa excesos de regulación o, en algunos casos, 
deficiencias de la misma, que generan sanciones que afectan la percepción 
ciudadana, generando una imagen negativa de los partidos políticos y, 
además, afectan el patrimonio de los mismos por multas excesivas.

Deficiencias del sistema

1.- Incumplen los precandidatos y candidatos, pero se sanciona al partido. 
Ejemplo: no reportan agendas o datos incompletos, etcétera. 

2.- El informe de ingresos y gastos de precampaña y campaña se presenta 
por individuo, pero la notificación del oficio a través del cual se informan 
los errores y omisiones, se presenta por partido político o coalición. Ejem-

plo: los anexos de recibos, aportaciones, cuentas bancarias, conciliaciones, 
cuentas por cobrar, cuentas por pagar, etcétera.

3.- Los periodos de rendición de cuentas son de 30 días naturales y no de 
30 días calendario. Las personas físicas o morales con las que interactúan 
los partidos, tienen periodos legales distintos de rendición de cuentas: 
Respuesta de confirmaciones a terceros.

4.- Un RFC por partido. Ejemplo: En cada Estado se recibe y ejerce su 
recurso local. Se confunden operaciones realizadas con el recurso federal 
y con el estatal.

5.- Los registros contables se deben 
realizar dentro de las 72 horas a su 
realización. Ejemplo: en días inhábi-
les las personas físicas y morales no 
pueden conseguir datos o documen-

tos de terceros, y las correcciones 
contables se consideran faltas.

6.- No existe clasificación legal 
de quién es patrón y quien tra-

bajador en los partidos políticos. 
Ejemplo: existe personal en los órga-

nos directivos en el que se a veces se 

presentan conflictos, y demandan, y 
la junta local de conciliación y arbi-
traje les da la razón, no obstante que 
el encargo concluya por cuestiones 
estatutarias.

7.- No en todos los estados se 
entrega la prerrogativa estatal a 
tiempo. Ejemplo: no hay recur-

sos para cubrir nóminas o gastos 
corrientes, por lo que se tiene que 
recurrir a fondeo de terceros; se 
obliga al ejercicio momentáneo 
del gasto de actividades especí-
ficas y del liderazgo político de 
la mujer o, simplemente, no hay 
recursos disponibles.

8.- Algunos actos de autoridad 
no cumplen con los requisitos 
constitucionales fundamentales. 

Ejemplo: no se entrega copia de las 
actas en el momento en las que se 

levantan; no se pone a disposición 
de los sujetos obligados los resulta-

dos del monitoreo.

9.- El reporte de agendas tiene 
la intensión de que la autoridad 

conozca actividades masivas que 
representen erogaciones significati-
vas, no actos de contacto ciudadano 
que no son onerosos, pero que gene-

ran sanciones importantes.

10.- Establecer en la ley, que los par-

tidos políticos podrán rentar sus 
bienes inmuebles y muebles que ten-

gan disponibles para tal efecto, para 
obtener recursos adicionales de ori-
gen privado, a fin de que se destinen 
al desarrollo del partido político.
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Estamos ante la diputada Verónica Juárez Piña, 
coordinadora del grupo parlamentario del PRD 
en la Cámara de Diputados. 

Queremos hacerle, diputada, algunas preguntas para 
ser publicadas como entrevista en la revista, Gobierno 
y Democracia, número 14 que saldrá en estos días 
próximos.

Desde su punto de vista, ¿a que retos se enfrenta el 
grupo parlamentario del PRD con el nuevo gobierno y 
con la nueva conformación de la cámara de diputados? 

―Somos un grupo de legisladoras y legisladores que 
estamos comprometidos por impulsar lo que viene 
establecido en la declaración de principios y en nues-

tro programa, con una visión desde la izquierda ante 
circunstancias complicadas, la cual tiene que ver con 
una mayoría de Morena que, junto con sus aliados, han 
hecho de la cámara de diputados una oficialía de par-

tes. Me parece que uno de los retos que tenemos en el 
grupo parlamentario, es el de dignificar el Congreso de 
la Unión y de manera particular, la Cámara de Diputa-

dos, insistiendo en que éste es uno de los tres poderes 
del estado mexicano, que debe respetarse y ser un con-

trapeso; en ese sentido, seguiremos insistiendo en esa 
visión y por supuesto, impulsaremos las iniciativas que 
desde la izquierda siempre hemos presentado, por exi-
gencias que siempre hemos tenido, como la defensa de 
la garantía de las libertades y lo que tiene que ver con 
una agenda de izquierda progresista.

¿Cuál es la agenda legislativa del PRD para este año, 
en qué puntos se pondrá el acento? 

―Ya hemos presentado las iniciativas, para garantizar, 
por ejemplo, el matrimonio igualitario, creemos que 
debe estar plasmado en la Constitución en su artículo 

cuarto, estamos convencidos de que los derechos son 
para todas y para todos; hemos impulsado, lo que tiene 
que ver con la interrupción legal del embarazo, una exi-
gencia que tenemos desde hace muchos años, que en 
donde hemos gobernado lo hemos instaurado ante 
la amenaza del conservadurismo y cuando vemos 
que en Morena también no existe la claridad, sino 
la oposición a estos temas, me parece importante 
que también en la Cámara de Diputados, ahora en la 
nueva composición, en esta legislatura que se le ha 
llamado la legislatura de la paridad, por su confor-

mación de 241 mujeres, podamos ser congruentes y 
sacar esta iniciativa; hemos impulsado la iniciativa 
para prohibir el matrimonio en menores de 18 años; 
la legalización de la marihuana; hemos impulsado 
iniciativas para combatir la corrupción, para fortale-

cer el sistema nacional anticorrupción; hemos estado 
en cada uno de los debates que se han dado en la 
Cámara, somos defensores del Estado laico, hemos 
estado presentes en el debate que tiene que ver con 
la Guardia Nacional; en las próximas semanas debe-

remos estar muy atentos en las leyes secundarias 
que se derivarán para seguir insistiendo y revi-
sar en la letra chiquita que estemos fortaleciendo 
instituciones civiles y no militares, en ese sentido, 
presentamos tres iniciativas centradas en el pro-

pio reglamento; la Ley reglamentaria de la Guardia 
nacional, la que tiene que ver con la Ley de detencio-

nes y con el uso de la fuerza; hay otras iniciativas con 
las que podamos tener un parlamento abierto y, por 
su puesto, otras que atienden al contexto actual, hay, 
sin embargo, otras muy significativas en la vida dia-

ria de las personas como impulsar un salario digno, 
lo cual me parece algo fundamental y  seguir insis-

tiendo en que la gasolina baje.
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¿Cómo definirías las iniciativas de 
Ley y Reformas Constitucionales 
enviadas por el ejecutivo y apro-
badas en la cámara y sus efectos en 
la economía?

―Hay que reconocer que el 
gobierno ha tratado de construir 
un andamiaje, su propio andamiaje  
Institucional que atiende a lo que 
propuso en campaña, me parece que 
algunas han sido muy equivocadas, 
si vemos lo que se discutió cuando 

aprobamos la Ley de la adminis-

tración pública nos encontramos 
con  la violación, desde nuestra 
visión, del federalismo al imponer 
los súperdelegados. Por otra parte, 
vemos la iniciativa que se presentó 
sobre consultas y revocación del 
mandato en donde el PRD siempre 
se ha manifestado a favor de la con-

sulta popular, lo que tiene que ver 
con el referéndum, esta reforma, en 
la que no hemos coincidido con el 
presidente, es la que indica que él 
tenga que aparecer en la boleta en el 
2021; lo que vemos, es que Morena 
impulsa las leyes a modo, que el 
referéndum se lleve a cabo estamos 
de acuerdo, con lo que no lo estamos 
es que se lleve a cabo el mismo día de 
la fecha de elección, porque cuando 
participa alguien que ya estuvo en el 
gobierno se rompe con la regla que 
debe de existir como un principio de  
equidad, es algo con lo que siempre 

hemos luchado desde la conforma-

ción del PRD para que existieran 
elecciones libres y democráticas 
pero en igualdad de condiciones 
y me parece que esto rompe de 
alguna forma ese principio.

Nos hemos manifestado en contra 
cuando discutimos lo de la Guar-

dia Nacional, estamos de acuerdo 
con una guardia nacional, pero 
que tenga que ser civil, recien-

temente discutimos lo que tiene 

que ver con la Reforma educativa, 
nuestra principal preocupación es 
que el Gobierno Federal se deje 
chantajear por un grupo minorita-

rio que quiere seguir controlando 

las plazas, en este sentido, me 
parece que el gobierno se está 
equivocando, está dejando de 
escuchar a las organizaciones de 
la sociedad civil y especializada. 
Hemos visto con preocupación 
los posibles impactos negativos 
en la economía a partir de que 
se canceló el aeropuerto, debido 
a las malas decisiones que hubo 
cuando implementó la guerra 
contra del huachicoleo de la cual 
nadie es responsable, de las des-

calificaciones que tiene contra 
las calificadoras internacionales, 
del asunto de debilitar Pemex; es 
decir, todas estas circunstancias 
nos han llevado a que final-
mente ellos mismos reconozcan, 
en voz del propio secretario de 
Hacienda que este año solo habrá 
un crecimiento del 1% al 2% lo 
que contraviene a lo que ya había 
comentado en el mes de diciembre 

cuando presentaron el presupuesto 
y que ahora lo vemos en los precri-
terios establecidos que no vamos a 
crecer como ellos habían dicho al 
4%, eso es preocupante porque si no 
hay crecimiento no hay inversión  y 
no hay trabajo digno, eso por una 
parte. 

Por otra parte, me parece que su  
visión  es asistencialista, estamos de 
acuerdo en impulsar programas que 
tengan que ver o que den garantías 

de oportunidades para los jóvenes 
y los adultos mayores, por supuesto 
que sigan teniendo una pensión por 
justicia nos parece correcto, pero lo 
que no nos parece correcto es que, 
a través de estos programas existan 
algunas  irregularidades como el 

que sean los llamados “siervos de la 

nación”, que quién sabe quién nom-

bró y quién les paga,  los encargados 
de hacer un censo de beneficia-

rios que no tiene orden que nadie 

conoce, con poca transparencia y 
que será la base a través de la cual  se 
les estarán entregando los recursos; 
creemos que se está equivocando el 
presidente cuando cancela las estan-

cias infantiles; cuando cancela el 
asunto de los refugios, nos  parece 
que en nombre del combate a la 
corrupción ha hecho distintas accio-

nes que no tienen claridad porque 
hasta este momento no contamos 
con una sola carpeta de investiga-

ción, sin embargo, si se criminaliza 
mediáticamente a mujeres que por-

que  no están haciendo bien las cosas 
en las estancias, si se criminaliza a 
las organizaciones,  porque se están 

Este gobierno 
se ha 

identificado 
violando los 

derechos 
humanos en 
nombre de la 

corrupción
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quedando con el dinero, todo esto antes de tener un diagnóstico y de evi-
denciar de manera precisa lo que se está diciendo, me parece que es un 
Gobierno que comienza haciendo las cosas al revés inclusive sin tener alter-

nativas cuando se  toman algunas medidas drásticas, este gobierno se ha 
evidenciado violando los derechos humanos en nombre de la corrupción.

Una cuestión más, ¿a partir de esto cómo se calificaría al presupuesto 
aprobado para este año, es recesivo, es equilibrado?

―No, me parece que en principio se trató, o al menos eso se percibía, 
que contaríamos con un presupuesto discutido y consensado, que con 
los propios organismos internacionales y nacionales podría  hacerse esto, 
pero hemos visto que los resultados no han sido los correctos porque se 
siguen tomando decisiones unilaterales, con un presupuesto asistencia-

lista, en vez de ser garantista de derechos, vimos como en algunos casos 
se suspendieron programas y en otros casos hubo recortes importantes, 
entonces ahora mismo me parece que se han equivocado porque ellos mis-

mos dicen que hay faltantes de 120,000.000, por lo que resulta deficitario.

Aun cuando en estos meses hemos visto que no han sido las mejores deci-
siones las que se han tomado; me parece  también que tiene que haber 
una mayor participación en la discusión en esta Cámara de diputados de 
cómo atender las partidas que tienen que ver con los gobiernos estatales y 
como atender partidas que tienen que ver con los gobiernos municipales, 
no solo para que tengan obras si no para resolver conflictos que tienen 
estos dos niveles de gobierno y que me parece por justicia debemos de dar 
a cada quien lo que le corresponde. 

En esta nueva situación en la que el presidencialismo se presenta como 
una fuerza fundamental y hay una cierta subordinación de los poderes 
¿cómo afecta la democracia? y ¿consideras que la defensa pudiera ser 
una lucha estratégica de las fuerzas congresistas de México?

―Sin duda que debe de ser o sigue siendo una de nuestras principales 
banderas, hoy nos encontramos con un gobierno que es centralista y auto-

ritario, y a un gobierno que aunque se autocalifique como de izquierda, 
sus acciones son conservadoras, me parece que hoy más que nunca el 
Estado mexicano requiere de la participación y la oposición con otras 
fuerzas en las que podamos encontrar los contrapesos en donde vallamos 
por la defensa del Estado de derecho por el cumplimiento de la Constitu-

ción, que luchemos por el Federalismo, que reconozcamos, que sigamos 
impulsando en la pluralidad y que en la diferencia podamos encontrar 
reflexiones que nos lleven no a la polarización si no a un gran acuerdo 
social en el que podamos todos contribuir para la transformación de nues-

tro país lo que tiene que ver con 
las libertades, con la garantía de 
todos los derechos, con combati-
mos en verdad la desigualdad y, por 
supuesto, la corrupción. Por eso, me 
parece que el PRD ante esta coyun-

tura debemos de comprometernos 
y tener la responsabilidad de abun-

dar lo que sea necesario y desde sus 
distintos espacios de participación, 
lo que tiene que ver con su gobierno 
estatal ahora que es Michoacán, con 
los  gobiernos municipales y con los 
Diputados locales, en suma cómo 
podemos todos coordinados y en 
organización seguir luchando por 
el estado democrático.

Tienes algún mensaje para la militan-
cia y para los funcionarios nuestros

―Bueno me parece que hoy más 
que nunca estamos en un momento 

complicado, el cual requiere la 
coordinación, organización de las 
fuerzas y las ideas de todas y de 
todos, necesitamos presentar a la 
ciudadanía un vehículo por el que 
permitan ver reflejadas sus exigen-

cias, sus aspiraciones, sus sueños 
y me parece que el PRD puede ser 
fundamental, si nos terminamos de 
consolidar pensando en un partido 
que sea Democrático, un partido 
que sea muy ciudadano y en un par-

tido que esté en contra de cualquier 
acto de corrupción.

Nos encontramos 
un gobierno que 

es centralista 
y autoritario, y 
a un gobierno 
que aunque se 

autocalifique como 
de izquierda, 

sus acciones son 
conservadoras
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Por Rosa María Cabrera Lotfe1

D
esde que Hugo Chávez sentara las bases de la 
Revolución Bolivariana y, de manera particular 
desde la elección a la Presidencia de Nicolás 

Maduro, Venezuela no ha dejado de ser asediada y ha 
venido enfrentando una escalada de violencia promo-

vida por la derecha venezolana bajo los dictados de 
los Estados Unidos de América a través de distintas 
acciones, destacando las conocidas como Órdenes Eje-

cutivas (instrumento del gobierno norteamericano que 
ha expedido algo más de 13,000 desde 1789. Recurso 
que queda a discreción de cada mandatario y que pre-

suntamente, son emitidas en tiempos de guerra o para 
evitar una crisis interna y no requieren de la aproba-

ción del Congreso) y se sustentan prácticamente en las 
mismas Leyes en que sigue el bloqueo a Cuba.
En décadas recientes, nuestro continente, princi-
palmente América Latina y El Caribe atraviesa por 
profundas transformaciones que han impactado tanto 
la dinámica regional, como el entorno global. Regio-

nalmente, el surgimiento de la Comunidad de Estados 
de América Latina y el Caribe (CELAC) de la Unión de 
Naciones de América del Sur (UNASUR) de la Alianza 
Bolivariana de los Pueblos de América (ALBA), a la par 
de cambios recientes en el Mercado Común del Sur 
(MERCOSUR) ilustrados por la creación del Fondo de 
Convergencia Estructural del MERCOSUR (FOCEM) 
del Tribunal Permanente de Revisión y del Parlamento 
del MERCOSUR, son elementos significativos que 
1 Experta en temas internacionales

sellan estos cambios, al tiempo que se sigue cuestio-

nando la presencia hegemónica y protagónica de los 
Estados Unidos de América en la región, sobre todo a 
la luz del propio fortalecimientos de los Organismos 
Regionales mencionados y, en particular de las Resolu-

ciones de la CELAC de proclamar a América Latina y 
El Caribe como Zona de Paz (II Cumbre de la CELAC, 
La Habana, Cuba, 2014).

En 2015, Venezuela enfrentó un nuevo embate pero ha 
sabido resistir las intentonas de Golpe de Estado. No 
obstante, el fracaso de esos intentos, desde el pasado 18 
de diciembre de 2014, el señor Barack Hussein Obama 
II, Presidente de los Estados Unidos de América, sus-

cribió para fines de su promulgación, la denominada 
Ley de Defensa de los Derechos Humanos y la Sociedad Civil 
de Venezuela 2014, que en esencia, consiste en dotar de 
facultades a dicho mandatario con fines de aplicación 
de sanciones a quienes considere responsables de vio-

laciones de Derechos Humanos en Venezuela. La ley 
de referencia emanó del Congreso estadounidense y 
surgió con la finalidad de “sancionar” a funcionarios 
señalados de encabezar o asistir en “actos de violen-

cia o abusos serios de Derechos Humanos”, arrestos 
o causas judiciales contra manifestantes antiguberna-

mentales en dicho país, para posteriormente, emitir 
una nueva Orden de ampliación de sanciones. Órdenes 
todas que tienen un carácter eminentemente extrate-

rritorial contraviniendo todo precepto establecido por 
el Derecho Internacional. Se trata de una acción uni-
lateral que atenta contra la Soberanía de una nación. 
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Estados Unidos de América no tiene 
jurisdicción para sancionar y pro-

mulgar leyes en contra de Venezuela 
o de cualquier país, así como de apli-
car leyes de carácter extraterritorial. 
El argumento de los Estados Unidos 

de América estriba en que Venezuela 
representa una “amenaza inusual y 
extraordinaria para su seguridad” y lo 
señala así, el país que se presupone es 
primera potencia mundial por cuanto 
hace a su poderío militar, riqueza eco-

nómica, y desarrollo tecnológico. 

La declaración de una ‘emergencia 
nacional’ es una herramienta con la 
que cuenta el Presidente estadouni-

dense para aplicar sanciones contra 
un país en determinadas circuns-

tancias y que le permite ir más allá 
de lo aprobado por el Congreso, 
cuando en el fondo el verdadero 

interés norteamericano es por las 
grandes reservas petroleras de Vene-

zuela y su posición geopolítica, sobre 
todo considerando que el gobierno 
nacional venezolano, primero con 
Hugo Chávez y ahora con Nicolás 
Maduro, han hecho de su principal 
recurso natural, una política nacio-

nal en el ejercicio de su propiedad. 
El petróleo en suelo venezolano y 
sus derivados, son propiedad de 
la nación. No es casual, los Esta-

dos Unidos de América tienen la 
mira puesta en la región, dado que 
su estrategia apuntala a la Ama-

zonía, al Acuífero Guaraní, a los 
hielos continentales, a las reservas 
de petróleo y minerales, a la biodi-
versidad y las condiciones para la 
reproducción de la vida que tiene la 
América Latina y El Caribe.

Desde entonces, muchas voces se 
alzaron en solidaridad con Vene-

zuela, retomo principalmente las de 
los pueblos y gobiernos integrados 
en los Organismos Regionales. Ya el 
29 de enero de 2015, en Belén, Costa 
Rica, la Comunidad de Estados Lati-
noamericanos y Caribeños (CELAC) 
emitía la Declaración Especial 24: 
Comunicado sobre acciones unila-

terales contra Venezuela, reiterando 
–a nombre de todos los países inte-

grantes de la CELAC, el rechazo a 
la aplicación de medidas coercitivas 
unilaterales contrarias al Derecho 
Internacional. 

Dicha Declaración señala que “La 
CELAC manifiesta su preocupa-

ción por la adopción de una Ley 
por el gobierno de los Estados 
Unidos de América que aplica san-

ciones unilaterales en contra de 

funcionarios gubernamentales de 
la República Bolivariana de Vene-

zuela…Reitera los postulados de 
la Proclama de la América Latina y 
el Caribe como Zona de Paz, acor-

dada en su II Cumbre, efectuada 
en La Habana los días 28 y 29 de 
enero de 2014, en la que se insta 
a todos los Estados miembros de 
la Comunidad Internacional a res-

petar plenamente dicha Proclama 
en sus relaciones con los Estados 

miembros de la CELAC, incluido 
el compromiso de no intervenir, 
directa o indirectamente, en los 
asuntos internos de cualquier 

otro Estado y de observar los 
principios de soberanía nacional, 
la igualdad de derechos y la libre 
determinación de los pueblos.” 

De igual manera, están las posicio-

nes del Buró de Coordinación del 
Movimiento de Países No Alinea-

dos, la Cumbre Extraordinaria de 
Jefes de Estado y de Gobierno de la 
Alianza Bolivariana para los Pue-

blos de Nuestra América – Tratado 
de Comercio de los Pueblos (ALBA 

– TCP), la de la Comunidad de Esta-

dos Latinoamericanos y Caribeños, 
la Unión de Naciones de Naciones 

Suramericanas y la Comunidad del 
Caribe, así como la Conferencia Per-

manente de Partidos Políticos en 

América Latina y El Caribe, entre 
otros organismos.

Cabe recordar que, pese a la ame-

naza de los EUA so pretexto de que 
Venezuela “no respeta los dere-

chos humanos”, Venezuela pasó a 
formar parte del Consejo de Dere-

chos Humanos de Naciones Unidas 
(2012-2015) además de haber sido 
electa junto con Angola, Malasia y 
Nueva Zelanda así como España, 
como Miembro No Permanente del 
Consejo de Seguridad de la ONU 
para el bienio 2015-2016, que tiene 
la responsabilidad primordial de 
mantener la paz y la seguridad 
internacionales. Único órgano de 

la ONU cuyas decisiones los Esta-

dos Miembros, conforme a la Carta, 
están obligados a cumplir. Luego 
entonces si las más de las veces 
dicho órgano está fuertemente 
influido por los Estados Unidos 
de América, resulta contradictorio 
que ese país pretenda intervenir en 
asuntos de la vida interna de otras 

naciones, en este caso, Venezuela.

Ataques a 
Venezuela 

oculta intereses
económicos
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Ya en 2017, asistimos a nuevas embestidas en contra de 
Venezuela y su legítimo gobierno democráticamente 
electo. Ahora desde el espacio de la Organización de 
Estados Americanos (OEA). El objetivo de esta estra-

tegia neoliberal obedece a desestabilizar al país con 
miras a desmantelar completamente el enfoque social 
que durante años ha imperado en el país gracias a la 
Revolución Bolivariana, vuelven a arremeter en contra 
de un país soberano. Así, el escenario político actual 
de la República Bolivariana de Venezuela se inscribe 
dentro de un proceso turbulento que se extiende por 
toda la región de América Latina y El Caribe; factores 
internos y externos que se conjugan para desestabilizar 
a los gobiernos progresistas, a través de mecanismos 
como la coerción de los medios, y la presión económica 
que buscan acabar con procesos que han tenido conti-
nuidad en las últimas décadas en la región. La OEA, en 
cuyos documentos establece que “fue  fundada con el 
objetivo de lograr en sus Estados Miembros, como lo 
estipula el Artículo 1 de la Carta, “un orden de paz y de 
justicia, fomentar su solidaridad, robustecer su colabo-

ración y defender su soberanía, su integridad territorial 
y su independencia”, en la persona de su Secretario 
General, promueve la injerencia en Venezuela. 

Como Secretario General de la OEA, Almagro ha 
tenido la misma pretensión de aplicar la Carta Demo-

crática a Venezuela, de la que vale recordar que se trata 
de un instrumento que persigue principalmente el for-

talecimiento y preservación de la institucionalidad 
democrática; pudiendo ser activado sólo si se diera una 
ruptura en el  proceso político institucional democrá-

tico o del legítimo ejercicio del poder de un gobierno 
que resultó electo dramáticamente y que además es 
miembro de la organización. Es menester mencionar 
que Almagro es quien respalda al llamado Grupo de 

Lima, el que existe desde 2017 con el objetivo de dar 
seguimiento y buscar una “salida pacífica a la crisis en 
Venezuela” al no haber logrado (hasta hoy) contar con el 
respaldo del conjunto de países integrantes de la OEA.

De esa manera, es claro que los ataques al gobierno y 
pueblo de Venezuela nada tienen que ver con la viola-

ción de derechos humanos o con la “ruptura del orden 
constitucional”. Al contrario se ataca a Venezuela, 
precisamente, porque no se subordina a los planes y 
políticas de imperio. El gran capital no acepta que haya 
un país que mantenga su autonomía e independencia 
y mucho menos que rechace sus planes injerencistas y 
sobre todo, se han equivocado al respaldar a un per-

fecto desconocido.

En recientes días, Venezuela sufrió un serio apagón 
eléctrico como parte del boicot al gobierno nacional 
que encabeza Maduro, y que ya se había “cantado”, 
durando cerca de 16 horas, afectando a la mayoría del 
territorio y que claramente se ha demostrado que fue 
resultado de un sabotaje, que junto con las sanciones 
económicas y financieras, así como el boicot diplomá-

tico que el gobierno estadounidense y sus cómplices 
integrados en el llamado Grupo de Lima vienen reali-
zando con la pretensión de materializar una agresión 
militar encubierta, disfrazada de “ayuda humanitaria”.

Venezuela es una nación libre y soberana y como tal 
debe ser respetada, atrás deben quedar los tiempos de las 
intervenciones militares y del vasallaje imperial, la paz 
y la estabilidad democrática de Venezuela y de América 
Latina y El Caribe debe ser la exigencia de los pueblos 
de nuestra américa. Por su parte, Nicolás Maduro ha 
venido reiterando su llamado al Diálogo Nacional coin-

cidiendo con lo planteado desde 2017 con el Secretario 
General de las Naciones Unidas, António Guterres, en el 
sentido de que el único camino para Venezuela es el diá-

logo y los medios políticos, al que sistemáticamente se 
ha convocado y el medio político hoy, indudablemente 
es la Asamblea Nacional Constituyente, la que surge 
precisamente sobre la base de concebir a la paz como 
necesidad, derecho y anhelo de la nación.

Venezuela es hoy por hoy, como lo ha sido Cuba, una 
nación asediada que sólo quiere paz. A quienes le apues-

tan en contra del gobierno legítimo de Maduro, sugiero 
se informen de que, pese a las agresiones políticas y las 
sanciones económicas, miren los resultados logrados al 
día de hoy en bien de la población toda. 

Como nación independiente y soberana, desde México 
debemos reivindicar los Principios rectores de nuestra 
política exterior, así como los Principios del Derecho 
Internacional. Sobre todo, la no intervención en los 
asuntos internos de otros Estados y el respeto a la auto-

determinación de los pueblos.
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Por Rosa María Cabrera Lotfe1 

E
n el año 2020, el tres de 
noviembre, se realizarán los 
comicios presidenciales en 

Estados Unidos de América. Se elegirá 
la presidencia y vicepresidencia, y 
Donald Trump podría reelegirse para 
un segundo período de gobierno, con-

siderando que en dicho país el sistema 
electoral es a través de elecciones 
primarias presidenciales y asambleas 
electorales, las cuales se realizarán 
durante los primeros seis meses de 
2020. Aunado a que se elegirá la 
totalidad de la Cámara de Represen-

tantes y 34 escaños del Senado y, al 
realizarse simultáneamente, incluso 
con las elecciones locales en varios 

estados (estatales y gubernamentales) 
se espera una redistribución de los 
distritos y por ende, de los escaños.
Trump enfrenta la posibilidad de 
un juicio político que desde hace 
1 Experta en temas internacionales

unos meses, es impulsado entre 
otras personas, por el multimillo-

nario Tom Steyer que ha llevado 
a cabo una campaña publicita-

ria individual para presentar el 
caso y crear apoyo político para 
la acusación formal, al igual que 
algunos demócratas en la Cámara 
que consideran que ha llegado el 
momento de comenzar ese pro-

ceso. Por su parte, El exsecretario 
de Justicia de ese país, Eric Holder, 
escribió que, “el Congreso debe 
comenzar los procedimientos de 
acusación” y, en enero de este año, 
Ben Sherman, un demócrata de 
California, reintrodujo artículos 
de juicio político mientras que 
el congresista Jerry Nadler, pre-

sidente del Comité Judicial de 
la Cámara, dijo que su Comité 
investigará al respecto. 

De acuerdo con distintas notas 

periodísticas, se espera que 

la bancada demócrata comience 
este proceso ya, en tanto que el 
Congreso deberá informar pública-

mente sobre lo que Trump podría 
haber hecho o no. Debido a que el 
Congreso republicano dejó pasar la 
realización de audiencias públicas 
serias sobre la elección, la posible 

Trump 
enfrenta la 
posibilidad 
de un juicio 

político
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obstrucción y todas las demás acusaciones en torno 
al gobierno de Trump, quien por cierto, de manera 
presuntuosa se ha venido jactando de que es el pre-

sidente más popular entre los republicanos que haya 
existido. Aun así, varios de sus oponentes en las filas 
republicanas, se encuentran activos en contra de él e 
incluso, el popular gobernador de Maryland, Larry 
Hogan podría ser postulado en 2020, considerando 
además que el gobierno federal se ha desviado de la 
política de “Hacer grande a América otra vez” pro-

movida por Trump.

Por su parte, en el Partido Demócrata, resulta muy 
interesante que haya prácticamente cinco aspirantes 
a la contienda interna para enfrentar a quien resulte 
candidato por el Partido Republicano, destacando una 
característica común, se trata de 5 mujeres destacadas 
en la política y que han anunciado su campaña por 
ganar la Presidencia, y son las Senadoras Elizabeth 
Warren, Amy Klobuchar, Kamala Harris, la integrante 
de la Cámara Baja, Tulsi Gabbard, y la autora Marianne 
Williamson, que han basado sus planteamientos contra 
las políticas de Donald Trump sobre inmigración, eco-

nomía y medio ambiente, principalmente.

Por lo que hace a Bernie Sanders, candidato presiden-

cial siendo Senador independiente y quien se declaró 
socialista en una nación que asocia ese concepto con el 
comunismo y que logró obtener cerca del 39 por ciento 
de votos en las primarias donde Hilary Clinton ganó la 
candidatura. Con su discurso, logró concitar a su favor 
votantes de entre 18 y 34 años, aparte del género o incli-
naciones políticas, sumando a su favor, la izquierda del 
Partido Demócrata por sus posiciones progresistas. 

El pasado mes de febrero del año en curso, Sanders en 
un magno evento, llamó ―en febrero de este año―, a 
una “revolución política” con el objetivo de transformar 
a su país, iniciando así su campaña para las primarias 
del Partido Demócrata, con un discurso contra los ricos 
y las multinacionales, criticando a la vez, los gastos 
militares de su país que gasta millones “mayores que 
las diez naciones con más gasto” militar, prometiendo 
“que utilizará este presupuesto en construir viviendas, 
educación pública e infraestructuras” así como cober-

tura médica universal, impuestos para las grandes 
corporaciones, ayuda a emigrantes, educación pública, 
además de decir que “si no permitimos a Trump y a sus 
amigos dividirnos, si nos mantenemos juntos blancos, 
negros, latinos (...), la gente de la ciudad y del campo (...) 
el futuro será extraordinario y no habrá nada que no 
seamos capaces de realizar”, dijo.

En meses venideros, debemos prestar atención al desa-

rrollo de los acontecimientos en Estados Unidos de 

América, analizar los distintos recursos y evaluar el 
impacto que en la relación con México ―y en el con-

cierto de las naciones― tendría de reelegirse Donald 
Trump o bien, si gana la Presidencia alguna de las can-

didatas o el propio Sanders, por el Partido Demócrata. 
Cualquiera que sea el escenario, indudablemente afec-

tará nuestra relación con el vecino país del norte.
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E
l 16 de enero del presente 
año, la Cámara de Diputados 
aprobó la conformación de 

la Guardia Nacional, que busca 
ser la fuerza policial encargada de 
enfrentar a la inseguridad y crimi-
nalidad, cuyos índices alcanzan 
niveles alarmantes, por lo menos 
desde los últimos dos sexenios. La 
Reforma Constitucional necesaria 

para dar cuerpo a la corporación en 
cuestión, a decir de la mayoría de 
los grupos parlamentarios, es una 
de las de mayor trascendencia. 
Luego de un prolongado debate se 
logró la mayoría calificada, pues la 
votación arrojó 362 votos a favor, 
siendo 52 más de los necesarios. Pos-

teriormente, pasó a la cámara alta 
de donde una vez aprobada con 
el voto de 127 senadores, ―casi la 
totalidad de dicho órgano legisla-

tivo―; fue enviada a los congresos 
locales de las 32 entidades federa-

tivas de la república, los cuales la 
respaldaron.

Al cumplirse todo el proceso 
legislativo, la propuesta para con-

formar dicho cuerpo policiaco, 
toma categoría de ley mediante 
la Reforma Constitucional res-

pectiva y, con toda seguridad, 
será promulgada días antes 
de que el presente número 
de Gobierno y Democracia se 
encuentre en circulación.

La Guardia Nacional está definida 
como una corporación de carácter 
civil, cuyo mando es compartido 
por los secretarios de Seguri-
dad Pública, Defensa Nacional y 
Marina. Tendrá integrantes, dis-

ciplina y mandos militares, 
estableciéndose un plazo de cinco 
años para que paulatinamente 
regresen a sus cuarteles los ele-

mentos del ejército y la marina. 
Su dirección civil recaerá en la 
Secretaría de Seguridad y Protec-

ción Ciudadana, pero habrá una 
junta de Jefes con militares que 
será responsabilidad de la Secre-

taría de la Defensa Nacional.

Aunque opiniones gubernamenta-

les subrayan que la conformación 
de la Guardia Nacional se inscribe 
en la estrategia de devolver la tran-

quilidad a la población, diversas 
agrupaciones, académicos y líde-

res de opinión, han manifestado 
su preocupación por la suerte que 
pudieran tener los derechos huma-

nos, ya que prácticamente se le 
otorga cobertura legal a la actua-

ción del ejército y de la marina para 
realizar actividades policiacas de 
carácter civil, para lo cual, no están 
preparadas, pudiendo llegar a los 
excesos en el uso de la fuerza. 

Es de considerarse que el riesgo 

sobre la vulnerabilidad de los 
derechos humanos siempre está 
presente, cuando se trata del uso de 
la fuerza por parte del Estado, por 
lo que será necesario fortalecer la 
institucionalidad civil, reduciendo 
al máximo la intervención de las 
fuerzas armadas y que la ciudada-

nía goce en toda circunstancia, sin 
importar momento o lugar, de las 
garantías y derechos consagrados 
en las leyes.

Por lo pronto, una vez aprobado y 
promulgado el ordenamiento legal 
que da vigencia a la mencionada 

guardia nacional, estaremos atentos 
a su desempeño.

Guardia Nacional, 
definida como 

una corporación 
de carácter civil
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E
n la política mexicana y muy probablemente en 
el resto del mundo, la influencia que ejerce el 
presidente de la República es determinante en las 

decisiones que tomen los ciudadanos. El presidente es 
el dirigente real de su partido, su injerencia en el legis-

lativo es apabullante, tomando en cuenta las facultades 
que tiene para vetar o retrasar la promulgación de leyes, 
además de la iniciativa preferencial de que dispone. El 
presidente fija todo tipo de políticas, sea la social, la 
presupuestal, la exterior, la educativa, etcétera.
Si a lo anterior se agrega que en la actual legislatura, el 
partido del presidente tiene mayoría en ambas cámaras, 
se concluirá fácilmente que el poder del presidente de 
México es uno de los más fuertes del mundo. Hay que 
mencionar que generalmente la prensa acata los linea-

mientos gubernamentales, salvo honrosas excepciones.

En la democracia representativa mexicana, el ciudadano 
acude a las urnas cada determinado tiempo a elegir a sus 
gobernantes. Los poderes Ejecutivo y Legislativo tienen 
el respaldo popular expresado a través del voto y sus 
integrantes solamente pueden ser removidos por medio 
del desafuero, por fallecimiento o en el caso de diputados 
y senadores, porque solicitan licencia, en otras palabras, 
el ciudadano los pone pero no los puede quitar.

Tal vez esa sea la razón por la que ha llamado la atención 
la propuesta de Reforma Constitucional para abrir paso a 
la revocación de mandato. Dicha propuesta contempla que 
en la elección federal de 2021, al tiempo que se renueva la 
integración de la cámara de diputados, se ponga a conside-

ración de la ciudadanía, la permanencia o no del titular del 
Poder Ejecutivo, Andrés Manuel López Obrador. 

Durante la campaña electoral del año pasado, AMLO 
se refirió en repetidas ocasiones al tema que nos ocupa, 
aduciendo que el pueblo debería tener el derecho de 

separar del cargo al mal gobernante. Ya como presidente 
de la República recurre nuevamente al planteamiento, 
con la plena seguridad de que se verá favorecido con un 
amplio apoyo popular tomando en cuenta los amplios 
márgenes de aceptación de que goza según dan a cono-

cer la mayoría de las encuestas.

Los partidos opositores, principalmente el PAN, el PRI y 
el PRD, advierten la intención del presidente por acrecen-

tar su poder, en virtud de que al aprobarse la iniciativa de 
revocación de mandato y ser aplicada el día de la elección 
federal de 2021, Morena, que es el partido del presidente se 
alzaría con una victoria contundente y consecuentemente, 
con una mayoría significativamente en la cámara baja.

Por otra parte, también afirman algunos, que dicho ejer-

cicio abriría la posibilidad de la reelección, no obstante 
que para entonces López Obrador rebasará los 70 años 
de edad, aunque hay que decir que en política nada está 
escrito. Y es que, afirman que si AMLO considerara que 
sus niveles de aceptación fueran bajos, no se expondría 
al escrutinio ciudadano.

Es útil señalar que en dado caso de aplicarse, sería la pri-
mera vez que algo semejante ocurriera en nuestro país 
que a lo más que ha llegado es a algunas consultas ciu-

dadanas no siempre representativas.

La propuesta aludida, establece que la convocatoria a la 
revocación de mandato será emitida por la cámara de 
diputados después de septiembre y antes de diciembre 
del presente año. La votación se llevaría a cabo el día de 
la elección federal de 2021 y será organizada por el INE, 
teniendo carácter vinculatorio por mayoría absoluta de 
votos, siempre y cuando participen al menos el 40 por 
ciento de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral.

Veremos qué pasa, esto apenas empieza.
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Obtuvo su registro electoral en julio de 2014 y en 
la elección de 2018, postuló a Andrés Manuel 
López Obrador como su candidato a la presi-

dencia de la república en la coalición “Juntos haremos 
historia”. No obstante que el PES logró colocar 56 dipu-

tados federales y ocho senadores en dicha elección, le 
fue retirado su registro por al no obtener el 3 % de los 
votos, que es el mínimo requerido por la ley, pues de 
acuerdo a los datos oficiales, en la elección presiden-

cial alcanzó 2.7 %, en la de senadores 2.3 y en la de 
diputados 2.4 %
Fue el 20 de marzo del presente año, cuando la sala 
superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, votó por unanimidad, la pérdida del 
registro como partido político nacional, por lo que no 
podrá participar en las elecciones locales ordinarias del 
presente año. De acuerdo con la legislación vigente, y, 
seguramente previendo lo que vendría, los dirigentes 
del ahora desaparecido PES, en enero del presente año, 
iniciaron el proceso de formación de un nuevo partido 
ante el Instituto Nacional Electoral, ahora con el nom-

bre de Encuentro Solidario.

El PES se vio beneficiado al integrarse a la coalición 
ganadora en cuanto a lograr una representación en el 
poder legislativo, pero por sí mismo no ganó ningún 
distrito de mayoría, de tal manera que, al ser el voto ciu-

dadano el factor que señala el respaldo que llega a tener 
cualquier fuerza política, el TRIFE resolvió la pérdida 
del registro. Cabe mencionar que desde septiembre de 
2018, el INE informó que el partido no alcanzó el 3 por 
ciento en ninguna votación, situación que fue ratificada 
seis meses después.

Identificado por sus posturas políticas cercanas a las 
iglesias evangélicas, el PES mantiene registro local en 
algunos estados del país, tales como San Luis Potosí, 
Sonora, Yucatán, Ciudad de México y Morelos, siendo 
este último en el que se adjudican la gubernatura, por 
haber sido el partido que propuso como candidato a 
Cuauhtémoc Blanco, actual gobernador. Por lo pronto, 
con las notas musicales de Las Golondrinas, abandonan 
el espectro político. ¿Y los senadores y diputados del 
PES hacia donde emigraran?



44

/ marzo 2019

CAPACITAR PARA GOBERNAR 

Por Juan Francisco Flores Rodríguez1

L
as actividades que el Instituto 
de Formación Política del PRD 

llevará a cabo durante 2019, 
están enfocadas hacia varios rubros 
entre las que destaca la creación de 

la Escuela Nacional de Funciona-

rios Públicos, que con modalidades 
presencial y a distancia pretende 
mantener actualizados en cuanto 
a conocimientos de la adminis-

tración pública a los perredistas 
que cumplen con una función de 
gobierno a cualquier nivel o en el 
ámbito legislativo. 
La modalidad presencial de la 
capacitación en políticas públi-
cas y gobierno será mediante el 
sistema de talleres, en los que los 
asistentes tomarán participación a 
partir de la exposición de reconoci-
dos ponentes en cuanto a la temática 
municipalista y, en donde, además, 
se aplicarán diversas técnicas didác-

ticas con el propósito de lograr el 
máximo aprovechamiento de los 
asistentes. La duración de dichos 
eventos será de 16 horas distribui-
das en dos días. 

1 Licenciado en Historia. Subdirector Ejecutivo en 
el INIFCP, del PRD.

Por otro lado, los talleres se estructurarán tomando en cuenta el perfil de 
los asistentes, procurando su óptimo aprovechamiento considerando la 
experiencia con que cuentan en la administración pública, de tal manera 
que se iniciará con el nivel básico, que estará dirigido a autoridades 
municipales y funcionarios públicos que estén por iniciar su periodo 
gubernamental, enfocándose principalmente a proporcionarles las herra-

mientas necesarias para la elaboración del Plan de Desarrollo Municipal. 

En el nivel intermedio participarán autoridades y funcionarios públicos 
cuya gestión gubernamental se encuentre antes de la mitad de su man-

dato, teniendo como temas principales, los relacionados con el balance de 
su gestión, para detectar errores, aciertos, deficiencias o mala aplicación 
de políticas, tomando en cuenta que el análisis crítico y objetivo podrá 
conducir a enmendar las anomalías detectadas para corregir el rumbo y 
asegurar que en siguientes elecciones, el partido del sol azteca siga siendo 
favorecido por el voto ciudadano.

La educación política debe estar 
orientada a la creación de ciudadanía
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Finalmente, el nivel avanzado, se dirigirá a quienes 
cuenten con suficiente experiencia en el ejercicio guberna-

mental y que vayan a ocupar cargos públicos superiores, 
para lo cual se abordarán temas especializados.

El programa que la Escuela Nacional de Funcionarios 
Públicos aplicará, contempla aspectos importantes del 
quehacer político y gubernamental, mismos que se tra-

bajarán en diferentes módulos de acuerdo a cada nivel 
de que se trate, destacando los siguientes: la visión 
institucional del municipio y el marco jurídico en el 
que se finca, los aspectos relevantes del proceso de 
entrega-recepción, las actividades de los primeros cien 
días de gobierno municipal, la organización y la admi-
nistración municipal así como las atribuciones de sus 
autoridades, el comportamiento ético y el liderazgo de 
las autoridades municipales, los derechos ciudadanos 
frente a la administración municipal, las características 
de un buen gobierno perredistas, algunos elementos 
del derecho constitucional, la negociación política y 
la solución de conflictos, la conducción de los gobier-

nos estatales, entre otros, mismos que se enriquecerán 
constantemente.

De igual manera, se desarrollarán talleres presenciales 
que estarán dirigidos a diputados, tanto locales como 
federales, así como a senadores, incluyendo además a 
profesionales en distintas áreas del saber que han colabo-

rado como asesores en la labor legislativa. Lo anterior se 
hará para fortalecer la calidad del trabajo parlamentario, 
de tal manera que los perredistas sean reconocidos por 
su participación destacada en dichos ámbitos, haciendo 
énfasis en la actitud de la izquierda hacia el quehacer en 
materia legislativa e igualmente en el conocimiento de 

la normatividad y el funcionamiento del Congreso de la 
Unión y de los congresos locales.

Otra actividad que seguirá implementándose y que 
es necesario destacar por su continuidad, es la publi-
cación trimestral de la revista Gobierno y Democracia 
que llega a su número 14, no obstante, los augurios un 
tanto negativos que se vertieron cuando apareció. Es 
de reconocerse que dicha publicación ha logrado arrai-

garse en el ámbito gubernamental, por la calidad de los 
artículos de análisis y opinión que han aparecido en 
sus páginas, convirtiéndose en un referente obligado 
entre los personajes involucrados en la vida política. A 
lo largo del año 2019, se publicarán por lo menos cuatro 
números en los que la calidad de la publicación se man-

tendrá como hasta ahora.

La labor de difusión se verá reforzada con la publi-
cación de una revista de carácter teórico en la que se 
expondrán con la profundidad necesaria, y en cuyas 
páginas estén presentes los problemas económicos, 
políticos y sociales por los que atraviese nuestro país, 
con el enfoque de los perredistas en los que luego de 
un serio análisis se plantean las propuestas de solu-

ción. También serán abordados asuntos de carácter 
continental, especialmente la situación de la izquierda 
latinoamericana, destacando su desarrollo, sus alterna-

tivas, sus propuestas y sus perspectivas de crecimiento. 
Pretendemos que dicha publicación trabaje por ganarse 
un espacio en el necesario debate que la izquierda 
mexicana requiere.

Concebimos a la educación política como el factor 
que debe estar orientado a la creación de ciudadanía 
y militancia democrática y de izquierda, que refuerza 
la identidad partidaria y que debe sustentarse en el 
análisis de la realidad política, en la planeación de acti-
vidades y la realización de estas.

El Instituto de Formación Política del PRD se propone 
crear la Escuela Nacional de Dirigentes, la Escuela 
Nacional de Funcionarios Públicas a la que ya se hizo 
mención y Red Nacional de Formadores Políticos, a tra-

vés de las que se operarán los programas de estudio 
presenciales y a distancia, procurando que todas las 
actividades formativas desemboquen en procesos orga-

nizativos y de comunicación.

Consideramos que la educación política es la activi-
dad necesaria para fortalecer a nuestra organización, 
siempre y cuando busque tener un impacto positivo y 
coadyuve a la construcción de ciudadanía 
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crecía a la par del horror de escuchar 
la tos masificada de miles a mi alrede-

dor y, cuando ya no pude contenerla, 
tosí con dignidad, con una tos más 
seca que pastosa. Todos a mi alrede-

dor ya lo hacían. Parecía una tos que 
no había sido domesticada y la saliva 
ajena me arañaba la piel como un 
insecto prehistórico.

Ya no había personas que no tosieran 
incontrolablemente, como si quisieran 
escupir sus angustias más profundas. 

Quizás rociaron gases para acabar 
con una multitud resentida, pensé. 

Carla Zuria Jordan1 

S
in darme cuenta del peligro, paso 
a paso, me dejé engullir por la 
multitud. La esperanza de un 

evento único nos atrajo a miles. 
Justo donde colocaron los arcos para 
anunciar la llegada al espectáculo, la 
calle se angostó y el flujo de personas 
se detuvo. Apretada por desconoci-
dos, sentía su piel pegajosa tocando 
mis brazos, no podía evitarlo. Quise 
retroceder hacia el estacionamiento 
pero no pude dar ni un paso, intenté 
sacar el celular para pedir ayuda,  
imposible moverme. El temor apare-

ció sin invitación y entonces pude ver 
en las miradas a mi alrededor cómo 

escurría la desesperación.

Me imaginé muriendo de asfixia, 
después me vi aplastada por una 
estampida humana. Con toda la 
consciencia que pude reunir en ese 
momento intenté despertar, espe-

rando que fuera una pesadilla.

Entonces un niño empezó a toser, le 
siguió su mamá y después su abuela, 
las personas a su alrededor hicieron 
lo mismo. Como una plaga contagiosa 
se esparció la necesidad de toser. Yo 
me quise sentir inmune, pero no pude 
evitar pensar en la influenza y la 
tuberculosis, en las bacterias y virus 
en mi garganta pegándose con sus 
ventosas y me empezó la picazón, que 
1 Carla Zuria Jordan es Ingeniera Bioquímica 
egresada del ITESM. Tiene el grado de Maestría en 
Ciencias en Ingeniería Administrativa  y Maestría en 
Administración. Ha sido docente a nivel posgrado 
en distintas universidades. Participa en talleres 
literarios desde el 2016.
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José Luis Prado1

Acercarnos en México a un libro que tiene como 
título Política puede ser un gran acierto, sobre 
todo cuando en nuestro país prolifera la corrup-

ción; un país en el que continuamente se desmorona 
la imagen política es lo que, desde hace mucho tiempo, 
resulta el pan de cada día.
David Runciman es un politólogo y columnista en The 
Guardian y, junto a Tony Judt, una de las plumas más 
influyentes del pensamiento contemporáneo en mate-

ria de Política Internacional.

El autor de Política (Turner, 2014) plantea en su libro 
el monopolio del estado y la violencia; las nuevas tec-

nologías como un desafío global; y, por supuesto, la 
ética en el ámbito político: la idea de una cuestión 
básica de la justicia.

A partir de estos puntos, el articulista británico pone 
en escena las diferencias de países tan disímiles como 
Dinamarca, un país con los más altos índices en lo que 
a nivel de vida se refiere, y Siria, colmado de violencia 
pero que fue cuna de la civilización, parece algo ilógica 
la comparación; sin embargo, no sólo se trata de una 

1  José Luis Prado (Puebla, 1981) estudió la licenciatura en 
Lingüística y Literatura Hispánica en la Buap. Ha sido becario del Programa 
de Estímulo a la Creación y Desarrollo Artístico (Pecda) en las emisiones 
2011 y 2013 en la disciplina de Letras, categoría: Cuento. Es autor del 
libro Si algo ligero, Fondo Editorial Tierra Adentro, México, 2017; además, 
textos suyos aparecen en los libros Puebla directo. Serie los urbanos. Buap/
Imacp, México, 2010; Vamos al circo. Ficción hispanoamericana. Buap, 
México, 2016; El origen perdurable. Reunión de historias maternales. 
Buap, México, 2017; y Cortocircuito. Fusiones en la minificción, Buap, 
México, 2017. Publica en revistas nacionales e internacionales.

cuestión práctica que es la que el sentido común nos 
propone de primera instancia, sino que, en palabras de 
Runciman “Lo que distingue a Dinamarca de Siria es 

la política…La política no crea las pasiones y los odios 
humanos, y tampoco tiene la culpa de las catástrofes 
naturales o de las recesiones económicas, pero puede 
agudizarlas o mitigarlas.” Algo de estas ideas podrían 
hacernos poner en los pies de los sirios.

En el primer capítulo, a la par de repasar las princi-
pales teorías políticas sobre el poder de clásicos como 
Hobbes, Maquiavelo o Webber, el autor propone mos-

trar lo que tienen en común el control de la violencia 

como característica que define a la sociedad política, 
cualquiera que ésta sea. En el capítulo II, plantea la 
idea de la revolución en el siglo XXI y no se trata de 
la política, sino de la revolución de las tecnologías e 
la información: “Los avances informáticos han propi-
ciado que nos planteemos qué significa poseer algo, 
compartir algo y tener vida privada. Éstas son algunas 
de las cuestiones básicas de la política moderna.” Por 
último, en el tercer capítulo hay una reflexión sobre la 
cuestión moral que debemos plantear sobre nuestros 
políticos y nosotros mismos, “¿Por qué toleramos tanta 
injusticia?” se pregunta el autor.

Se trata de una lectura que, a pesar de poner el dedo 
en la llaga, nos permite una lectura fluida y que tiene 
ciertos vestigios de optimismo; en suma, nos advierte 
de los riesgos que trae consigo la interconectividad 

global y deja en pie a la política como único camino 
posible, ya que el consenso siempre será importante 
para cualquier transición en nuestras sociedades. 
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